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Resumen 

El proceso de formación de la ley debe respetar una serie de principios de orden 

constitucional, la vigilancia de su aplicación ha recaído en un órgano especializado 

como lo es la Sala Constitucional. De esta forma el legislador encuentra un freno a 

acciones que se encaminan a acelerar la aprobación de un proyecto de ley. 

En forma casuística el órgano judicial ha ido mediante diferentes pero constantes 

resoluciones señalando un derrotero de la forma en que debe estar concebida 

una enmienda, a un proyecto que se encuentra en la corriente legislativa. De este 

modo se ha señalado la necesaria conexidad que debe existir entre un proyecto 

de ley y la modificación que se presenta como alternativa para modificarlo. Así no 

es valido para el legislador no respetar la esencia u objeto de la propuesta 

legislativa, modificándolo hasta hacerlo irreconocible. 

El irrespeto al iter parlamentario resulta una tentación al legislador, que busca 

respuesta rápidas a los problemas que se le presentan. Esto es consecuencia del 

trámite lento y burocrático que implica someterse en un todo a lo señalado en los 

respectivos cuerpos normativos que regulan está materia. 

La vitalidad que ha perfilado la Sala Constitucional al principio de conexidad hace 

que sea innecesario elevarlo a norma positiva, por lo que se debe mantener como 

en la actualidad, esto es que ya sea mediante resoluciones que obedecen a 

acciones de inconstitucionalidad o consultas legislativas preceptivas o facultativas, 

como la Asamblea Legislativa en forma pacifica ha ido aceptando lo señalado por 

el alto tribunal. 

De esta forma la Sala ha ejercido un poder de veto sobre los proyectos de ley, 

dado que ha señalado vicios se deben subsanar por el ente Legislativo para que el 

procedimiento se encuentre ajusto a las normas tanto constitucionales como 

reglamentarias. 



Con la creación de la Sala Constitucional ha adquirido vitalidad el principio de 

división de poderes, al hacer efectivo el sistema de frenos y contrapesos que 

históricamente se ha señalado. 

El Departamento de Servicios Técnicos de la Asamblea Legislativa ha mostrado 

ser eficiente al momento de asesorar y evacuar consultas de los diferentes 

órganos legislativos. De igual modo ha respetado haciendo eco de lo señalado por 

la Sala Constitucional sobre el procedimiento legislativo. 



Introducción 

El procedimiento para la aprobación de un proyecto de ley no puede estar 

ayuno de regulación normativa ni de principios de valoración que deben servir de 

norte a los señores diputados, para la aprobación o no de una iniciativa sometida 

a su consideración. La reflexión pausada y la deliberación en torno a un proyecto 

de ley, obliga, a la iniciativa legislativa, a experimentar transformaciones que son 

el resultado de las inquietudes propias de los legisladores'. Esta situación motiva 

el surgimiento de una serie de cánones constitucionales y reglamentarios, en 

detrimento de la libertad irrestricta que presupone la condición del legislador 

respecto de un proyecto de ley. Por tanto, es preciso acudir a un serie de 

presupuestos que, en algunos casos, no están expresos en norma alguna; pero, 

ya han sido apuntados por la doctrina y la Sala Constitucional por medio de 

jurisprudencia reiterada, aceptada en forma pacífica por el Poder Legislativo para 

determinar la constitucionalidad del iter legislativo y, por ende, la de la ley. 

Durante la dinámica legislativa, es común que una iniciativa de ley 

sometida a la consideración de los legisladores, adopte transformaciones fruto de 

la deliberación y la información a la que los diputados tienen acceso constante. Sin 

embargo, estas variaciones no pueden ser arbitrarias; por el contrario, deben 

' Reglamento de la Asamblea Legislativa, Artículo 123.- Presentación de mociones en Comisión. En el curso 
del debate y oídas las opiniones de los miembros de la Comisión y de las personas invitadas a las 
deliberaciones, los diputados proponentes pueden modificar o sustituir sus mociones, con el objeto de mejorar 
el proyecto en discusión. 



guardar y respetar la esencia del proyecto original. En este hecho es, 

precisamente, donde se centra la atención en este trabajo. Para mantener el 

sentido o intención de un proyecto de ley, resulta medular tener presente el 

control de constitucionalidad que ejerce la Sala Constitucional, mediante las 

consultas de constitucionalidad que se le formulan y las acciones de 

inconstitucionalidad. Es imprescindible partir de un análisis previo de la naturaleza 

y dimensión del derecho parlamentario, al cual vuelve particular la especialidad de 

la materia que regula. 

El control de constitucionalidad previo, ejercido por este órgano 

especializado que es la Sala, ha sido una camisa de fuerza para la propia 

Asamblea Legislativa, la cual ve menguada su independencia como Poder 

expresamente establecido en la Carta Magna. Se demostrará la afirmación 

anterior conforme avance este trabajo. 

Esbozadas estas ideas, debe considerarse el problema que enfrenta el 

diputado al contar con un procedimiento tan lento para la elaboración de la ley, 

que no le permite responder oportunamente a los múltiples requerimientos de la 

sociedad. Por tanto, está obligado a buscar atajos dentro del mismo iter 

parlamentario, con la intención de brindar la solución en el menor plazo posible. 

Difícilmente un legislador puede abstraerse de este tipo de acciones, cuyos 

riesgos son susceptibles de llevar, incluso, hasta la anulación de una ley, con los 

consiguientes perjuicios que puede ocasionar. 



El objetivo general de esta investigación es poner de manifiesto la 

abundante jurisprudencia, relativamente reciente, que subraya el respeto a la 

esencia o intención del legislador, plasmada en el proyecto de ley. Dicha 

normativa es eco de la doctrina española, pues emplea un concepto idéntico: la 

conexidad. 

En sentido específico, el trabajo se propone demostrar que resulta 

innecesario elevar a norma de rango constitucional el principio mencionado antes 

porque volvería más rígido el proceso de elaboración de la ley. Además, por 

ejercer hoy día el control de constitucionalidad una Sala especializada, tal acción 

no tendría sentido ya que siempre sería objeto de estudio por este alto Tribunal, 

independientemente de si es o no una noma constitucional. 

Las hipótesis serán: 

1. La práctica que realizan los diputados en ejercicio su potestad 

modificativa, de incluir, por medio de mociones de fondo, materias 

ajenas a la materia objeto de regulación por el proyecto de ley, ha 

sido controlada eficientemente por la Sala Constitucional. 

2. La acción preventiva de la Sala Constitucional, mediante consultas 

preceptivas o facultativas de constitucionalidad, pone a buen recaudo 

el principio de seguridad jurídica, al ser también es un control 

preventivo. 

El trabajo está conformado por un primer título acerca de la supremacía de 

la Constitución y el procedimiento legislativo. Se resalta la importancia de la 



Carta Magna y su relación con el derecho parlamentario; de igual modo, la 

importancia del procedimiento legislativo y sus principios rectores. El capítulo 

segundo se refiere a los diferentes actores en el proceso de formación de la ley y 

las etapas que lo comprenden. 

El título segundo, propiamente en su capítulo primero, abarca el contenido 

de la potestad de enmienda que ejercen los legisladores, su significado y 

características. El capítulo segundo menciona la forma en que están 

contemplados, en el Reglamento de la Asamblea Legislativa, esta institución, los 

casos analizados y los criterios del Departamento de Servicios Técnicos de la 

Asamblea Legislativa. 

El sistema metodológico empleado es de carácter deductivo, por cuanto se 

tienen a la vista numerosas resoluciones de la Sala Constitucional que definen 

cuándo la conexidad está ajustada a derecho. 



T~TULO PRIMERO: SUPREMAC~A DE LA CONSTITUCIÓN Y PROCEDIMIENTO 
LEGISLATIVO 

La Constitución Política, como norma suprema, es fundamental en este 

estudio; constantemente se recurre a lo regulado en este cuerpo normativo, en 

su capítulo de elaboración de la ley, porque allí se plasman una serie de 

principios que el legislador debe respetar, para que el iter parlamentario esté 

ajustado a derecho. 

CAP~TULO PRIMERO.- FUNDAMENTO NORMATIVO DEL PROCEDIMIENTO 
LEGISLATIVO 

En este apartado, se precisa la importancia del procedimiento constitucional 

en el proceso de formación de la ley. En tal sentido, se determina cómo la 

omisión de un principio o el irrespeto de una norma puede llevar a la 

inconstitucionalidad del mecanismo parlamentario empleado. 

Sección I Constitucionalidad del procedimiento legislativo 

Antes de iniciar esta sección, se requiere precisar algunos conceptos que 

enmarcan el proceso de formación de la ley en armonía con la Carta Magna. La 

intervención de un órgano especializado como es la Sala Constitucional, por 

medio de un nutrido numero de resoluciones, determina si un vicio en la 

tramitación de una iniciativa de ley es o no subsanable o si, por el contrario, 

invalida las acciones llevadas a cabo por los actores políticos. 



En este apartado, se exponen los elementos que concurren para que el 

acto legislativo, en este caso la ley, sea consecuente con lo decretado por la 

Constitucion Política. 

A. Concepto de Constitución Política 

Desde el punto de vista jurídico-político, la frase Constitución Política se 

conceptúa como " Ley fundamental de un Estado que establece los derechos y 

obligaciones de  los ciudadanos y sus gobernantes"' 

Su sentido es muy claro: el pueblo decide el sistema de convivencia social, 

por medio de un documento escrito2, en el cual se plasma el régimen regulador de 

la actividad política y el desarrollo de los aspectos jurídicos y sociales, entre 

otros. Es decir, el carácter y la naturaleza del Estado se le confieren mediante la 

Constitución, de  la cual se derivan los derechos y las libertades de que gozarán 

los ciudadanos. La Constitucion es el conjunto de disposiciones que perfilan la 

naturaleza del Estado. En ella, se asientan los principios, las reglas y los valores 

orientadores del ordenamiento jurídico costarricense, tanto en su creación, por 

parte del legislador, como del gobierno en su aplicación. 

- 

1 Real Academia Española, Diccionario de la Lengua Española, t I,2W ed., Madrid, 2001, p. 428. Kelsen la 
define como "la norma fundamental en la que se basa la unidad del orden jurídico en su automovimiento". 
Teoría General del Estado, México, D. F. Editora Nacional, p.325-327, 

Por regla general, la Constitución se representa en un solo texto que debe reunir dos condiciones, de 
acuerdo con Manuel García Pelayo: "a. La garantía de los derechos individuales y b. La división de poderes 
que sirva a la actividad de aquéllos". Como excepción de esta regla, en algunos países, la Constitución está 
formada por un conjunto de libros que reúnen las condiciones mencionadas. Es necesaria, en consecuencia, la 
integración de los varios documentos para que pueda afirmarse que existe una Constitución, como en el caso 
de Inglaterra ("Derecho constitucional comparado", en Manuales de la Revista de Occidente,1950, Madrid, 
P-33) 



B. Constitución y Derecho Parlamentario 

De importancia vital resulta citar el concepto de derecho parlamentario, 

definido por la doctrina así: "Conjunto de normas que regulan la organización y 

funcionamiento de las Cámaras parlamentarias, entendidas como órganos que 

asumen la representación popular en un Estado democrático y de derecho y el 

ejercicio de sus funciones supremas."' 

La referencia al derecho parlamentario incluye, necesariamente, la de 

Constitución Política, la cual precisa quién, cómo y en qué forma se expiden las 

leyes. Otro cuerpo normativo es el Reglamento de la Asamblea Legislativa, que 

desarrolla la organización, el procedimiento de la elaboración de la ley y las demás 

funciones del órgano legislativo. Otra fuente útil para interpretar y armonizar las 

dos anteriores es la jurisprudencia constitucional. 

C. Concepto de procedimiento legislativo 

En este apartado, se remite al concepto de procedimiento legislativo 

definido por la doctrina española del siguiente modo: 

En t6rminos muy generales, procedimiento es, para el jurista, una sucesi6n jurídicamente 
predeterminada de actos emanados de voluntades diversas y orientados a la producción de 
un acto nuevo, a veces llamado acto total. La unidad de los actos parciales que integran el 
procedimiento resulta de su conexión teleológtca con ese acto final, cuya naturaleza 
detemina las características propias del procedimiento, es decir, la legitimaci6n de los 
autores, la forma de su participación y el sistema de relaciones entre los actos parciales."2 

' Fernando Santaolalla López. Derecho parlamentario español, Madrid, Espasa Calpe, 1990, p 30 
Francisco Rubio Llorente. V Jomadas de Derecho Parlamentario. El Procedimiento Legislativo. 1994. 

Congreso de los Diputados. Departamento de Publicaciones. Floridablanca 2807 1. Madrid, pag 346. 



En el medio costarricense, se encuentra un concepto más simple: 

'... sucesión de actos, visto desde el punto de vista externo o configurativo, con 
prescindencia de su contenido intrínseco, y que por tanto excluye toda posibilidad 
de definir o implicar el logro de una finalidad específica."' 

Ambas definiciones concuerdan en marcar la existencia de etapas no 

necesariamente coincidentes; se contraponen al estar presentes, en el primer 

concepto, la intención o finalidad, el proponente con el resultado o fin pretendido, 

mientras que el segundo excluye la pretensión del proponente, es decir, el 

propósito resulta ajeno al concepto definido. Estas divergencias son importantes 

para un análisis posterior. 

D. Criterios jurisprudenciales 

La Sala Constitucional se ha encargado de proveer un desarrollo 

jurisprudencia1 al concepto y papel de la Constitución Política, en virtud de 

funciones que se le han atribuido a dicho órgano, en particular, el control de 

constitucionalidad. La Sala determinó que la Carta Magna está integrada por los 

principios, valores y reglas constitucionales expuestos en la siguiente resolución: 

"La positivación del 'principio democrático" constituye uno de los pilares por no 
decir, el núcleo o esencia- en el que se asienta nuestro sistema republicano, y 
conlleva que todo el sistema normativo deba ser interpretado conforme a los 
principios que informan este sistema de vida y de conceptualizaci6n del Estado en 
el que los derechos reconocidos a las personas les deben ser representados por 
esa sola condición, independientemente de su origen nacional, raza, credo político 
o religioso, sin discriminaciones a su dignidad como se humano. El sistema 
democrático se caracteriza por los siguientes elementos: soberanía popular, 

' Arguedas Carlos ML. La iniciativa en la formación de la ley. Editorial Juriscentro S.A. , 1978, p. 70 



participación, pkiralismo, consenso , principio de I mayoría, responsabilidad de 
órganos públicos y principio de legalidad..."' 

En la siguiente resolución, la Sala va más allá y le fija un derrotero a la 

Asamblea Legislativa: le hace ver el respeto obligatorio al principio democrático, 

aun cuando le reconozca su condición de interna corporis. Al respecto, indica: 

"La positivación del 'principio democrático' en el artículolo de la Constitución, 
constituye uno de los pilares, el núcleo vale decir, en que se sienta nuestro sistema 
republicano y en ese carácter de valor supremo del Estado Constitucional de 
Derecho, debe tener eficacia directa sobre el resto de fuentes del ordenamiento 
jurídico infraconstitucional y obviamente sobre el Reglamento, de donde se sigue 
que la potestad del Parlamento para dictar las normas de su propio gobierno 
interno (interna corporis), no sdo está prevista por la Constitución Política en su 
articulo 121 inciso 22), sino que es circunstancial al sistema democrático y 
específica de la Asamblea Legislativa como poder constitucional, a tenor del Titulo 
IX de la Carta Fundamental, y, en consecuencia, ignorar o alterar esa potestad 
constituiría una violación grave a la organización democrática que rige al pais".2 

Como se observa con meridiana claridad, el alto Tribunal Constitucional 

señala, en forma expresa y clara, que el principio democrático es determinante 

para el accionar jurídico político costarricense, su observancia resulta obligatoria 

para estructuras organizativas como la Asamblea Legislativa. 

E. Principios del procedimiento parlamentario 

Como se mencionó antes, la propia Sala Constitucional ha subrayado el 

principio democrático como valor supremo del sistema jurídico; por eso, gravita en 

el procedimiento legislativa en tal grado que vulnerarlo puede producir la 

anulabilidad de todo lo actuado durante la tramitación de una ley. 

l Resolución 12017 de las nueve horas con seis minutos del dieciocho de diciembre de dos mil dos. 
Resolución 990 de dieciséis hora treinta minutos del catorce de abril de mil novecientos noventa y dos. 



Durante el procedimiento legislativo, el Poder encargado de elaborarla 

debe seguir lineamientos o directrices tanto de rango constitucional como de orden 

reglamentario para la tramitación que, al final, va a deparar la configuración. La 

ley, como producto del procedimiento legislativo, está sometida formal y 

materialmente a la Constitución. 

Cuando al tramitarse un proyecto de ley el Congreso se halla ante una 

situación carente de regulación constitucional o reglamentaria, el proceso de 

elaboración de las leyes no debe entorpecerse, puesto que es posible acudir en 

consulta a los mandatos doctrinarios, la jurisprudencia constitucional y los 

principios generales del derecho, ya definidos y delimitados por el órgano 

constitucional; sin embargo, se citarán algunos de ellos cuya vulneración, durante 

el procedimiento, puede acarrear severas consecuencias como la anulación de la 

norma ya promulgada. 

1. Principio democrático 

Este principio no es solo una enunciación general; se encuentra en 

diferentes normas constitucionales. La profesora Paloma Biglino Campos se 

refiere a él: 

" El principio democrático manifiesta en el ordenamiento una doble utilidad. En 
primer lugar permite reconstruir el contenido de dicho principio, partiendo de lo 
establecido en el propio ordenamiento, ya que son otras normas del mismo las que 
lo concretan y le dan un determinado significado. De otro, permite enlazar las 
distinta norma del ordenamiento parlamentario en las que contiene facetas del 
principio democrático con el propio texto constitucional (...) De esta manera puede 
plantearse el tema de la wlneraci6n de las normas del procedimiento legislativo de 



una manera más sustantivo que teniendo en cuenta únicamente el rango de norma 
infringida. El elemento esencial a considerar es si ha sido principio democrático el 
que ha resultado vulnerado."' 

Como puede inferirse de las ideas anteriores, el principio democrático no se 

asienta en una sola disposición, sino que se instaura luego de erigir un 

andamiaje jurídico, construido con la concurrencia de varias normas. 

En el medio costarricense, el tema ha sido tratado por la Sala 

Constitucional: 

"Es decir, que en última instancia, lo que el procedimiento legislativo pretende es 
asegurar el cumplimiento del principio democrático dentro de una sociedad que lo 
ha adoptado como propio de sus instituciones políticas. Por ser la democracia 
perfecta un ideal inalcanzable, el principio democrático se constituye en el 
parámetro que permite deducir el grado de proximidad que alcanza una 
determinada sociedad, en un momento histórico determinado, respecto del ideal y 
de su vocación, por acercarse al máximo posible al mismo." 

El ajuste a lo preceptuado en las normas procedimentales conduce la 

realización efectiva de principios democráticos; de ahí se deduce lo vital que es 

el respeto a este principio, dado que su inobservancia conlleva, necesariamente, 

la nulidad de todo lo tramitado. 

' Los vicios en el procedimiento legislativo. Prólogo de Manuel Aragón Reyes, Madrid, Centro de Estudios 
Constitucionales, 1991, pp. 66 y 67. 

Resolución Sala Constitucional 3220 de las diez horas treinta minutos del dieciocho de abril de dos mil. 



2. Principio de participación 

El principio de participación está vinculado tan íntimamente con el principio 

democrático que, incluso, algunos tratadistas lo identifican como una 

manifestación de este y los desarrollan en conjunto.' 

Este principio consiste, en lo fundamental, en la ampliación de los espacios 

democráticos, para darles a "tdosn, es decir a la sociedad como un todo, con sus 

diferentes sectores, la oportunidad de participar directa y frecuentemente en las 

posibles decisiones del Parlamento. Por medio de la participación, se procura 

que, en la elaboración de las leyes, todos los sectores sociales intervengan en 

condiciones de "libertad e igualdadn2. Dicha participación se manifiesta a lo largo 

de todo el procedimiento, desde el origen mismo de las leyes, es decir, desde la 

iniciativa, e inspira todo su trámite. El máximo tribunal constitucional ha 

expresado lo siguiente3: 

Como mínimo, el principio democrático exige respeto de los principios de 
participación y representación política - incluyendo todo lo que concierne al respeto 
de las minorías - base de nuestro sistema político. Este ultimo se desdobla en 
aspectos tales como la legitimidad de los medios empleados para la designación de 
los diversos representantes y - no menos importante -, la posibilidad de oponerse, 
mediante el uso de medios legítimos, a la voluntad mayoritaria por parte de los 
grupos que representan las minorías. A partir de las anteriores observaciones, 
puede decirse que son inconstitucionales las violaciones del procedimiento que 
constituyan lesiones al principio democrático, dirección ineludible de la actividad 
parlamentaria." 

1 Este es el  tratamiento que l e  da la tratadista Paloma Biglino Campos al principio de participación, pp.76 a 
86. 
Idem, pp.76 a 86 
Resolución Sala Constitucional 3220 de las diez horas treinta minutos del dieciocho de abril de dos mil. 



Como se observa se debe guardar observancia a principios de participación y 

respeto a las minorías a fin de dar cumplimiento al principio democrbtico, faltar a 

ello puede conducir a inconstitucionalidad del proceso empleado en la formación 

de la ley. 

3. Principio de autonomía del legislador 

Este principio consiste en la necesaria libertad de la cual debe gozar el 

Parlamento en la configuración de su voluntad y la toma de decisiones. Tal es su 

importancia que Bemardo Bátiz V. afirma: No habrá un Parlamento verdadero sin 

la vigencia del principio de libertad, tanto libertad jurídica como libertad psicológica 

O de conciencia."' 

Con la expresión anterior, se manifiesta la imperiosa necesidad de que el 

Parlamento goce de libertad plena, para que sus miembros puedan tanto 

expresar sus opiniones como emitir su voto en la toma de decisiones colectivas. 

Este principio le permite, al Poder Legislativo, actuar con plena autonomia frente al 

Poder Ejecutivo; pero, también ante otro poder que pueda o pretenda impedirle o 

estorbarle el ejercicio del derecho a emitir decisiones libres, en el ámbito de sus 

facultades legales y constitucionales. No obstante, en la práctica parlamentaria, 

es muy común que el Parlamento ceda esta autonomía debido a presiones del 

Ejecutivo y se convierta, prácticamente, en un inferior suyo, sometido a sus 

órdenes. Este sometimiento permite que se adopten decisiones tomadas fuera del 

' Bátiz Vázquez, Bernardo, Teoría del Dmcho Parlamentario , www.cddhcu.~ob.mx. 



Parlamento, práctica reprochable que desconoce los principios de representación 

y publicidad propios del régimen democrático. 

Es altamente probable que la presión más temible, porque implica el 

desconocimiento total del principio de separación de poderes, es la ejercida por el 

Ejecutivo, ya sea mediante "amenazas expresas o sobreentendidas en contra de 

la carrera política de los parlamentarios, halagos o promesas de reconocimiento 

en esa carrera o, como sucede en Estados Unidos, por medio del llamado 

cabildeo, forma de influir en la voluntad de los diputados para que den su voto a 

favor de intereses no ciertamente de la nación, sino de los que pagan a 

cabilderos y "lobbistas"' OJO 

En los Últimos tiempos, el Poder Legislativo se ha convertido en una caja de 

resonancia del Poder Ejecutivo, debido al interés mostrado por algunos diputados 

en continuar su carrera política; sin embargo, este hecho no constituye un objeto 

de este trabajo. 

4. Principios de enmienda y conexidad 

Por ahora, se mencionará en términos generales este principio ya que, por 

ser el objetivo de este trabajo, se retomará líneas adelante para abordarlo con 

mayor profundidad. 

Este principio consiste en la facultad que tiene el legislador para modificar 

un proyecto de ley mediante mociones; su finalidad estriba en aportar mejores 

' Ibiden 



elementos para obtener mayor calidad en la ley. Los diputados analizan la 

enmienda o modificación y, por votación, deciden si la aceptan o la rechazan. 

Esta facultad les permite hasta sustituir, en su totalidad, el texto de un proyecto de 

ley, aun cuando sea iniciativa del Poder Ejecutivo. 

Dicha potestad no es ilimitada pues está condicionada a la materia que 

comprende el proyecto. Por vía de la enmienda, no se puede modificar un 

proyecto de manera tal que la materia que se apruebe sea distinta de la iniciativa 

original, lo cual haría nugatorio el derecho de iniciativa. Indica la Licda. Marina 

Ramirez ~ltamirano:' 

'La Asamblea puede hacer reformas legales paralelas al proyecto, que sean 
indispensables para resolver el asunto sometido a su conocimiento, lo que implica 
que se requiere la necesaria wnexidad entre el proyecto propuesto y la reforma 
complementaria, a los efectos de respetar las limitaciones constitucionales de la 
convocatoria? 

F. Publicidad de las sesiones legislativas 

Este principio se observa en el articulo 11 73 de la Norma Fundamental. 

Las sesiones de la Asamblea Legislativa, sean del Plenario Legislativo o de 

Comisiones permanentes o especiales, son publicas a fin de que la colectividad 

tenga acceso a lo que se discute y aprueba en este Poder de la República o 

pueda darle seguimiento. Es una manera de que los electores ejerzan control o 

' Ramírez Altamirano Marina, Manual de Procedimientos Legislativos, Investigaciones Jurídicas, S.A. San 
José, Costa Rica. 1994. pág 324. 

Resolución 3410 de las catorce horas y cuarenta y cinco minutos del diez de noviembre de mil novecientos 
noventa y dos. 

Articulo 117 .-" ... Las sesiones serán públicas salvo que por razones muy calificadas y de conveniencia 
general se acuerde que sean secretas por votación no menor & las dos terceras partes de los Diputados 
presentes." 



fiscalización sobre lo que hacen sus representantes o diputados. Este principio 

resulta sustancial en el ejercicio parlamentario. Así se ha pronunciado la Sala 

Constitucional sobre este particular: 

"Debe tomarse además en cuenta que la publicidad de las sesiones de la 
Asamblea Legislativa tiene fundamento en un principio democrático de 
representación popular en donde los representados, el pueblo, tiene derecho de 
involucrarse en el acontecer legislativo conociendo el trabajo que realizan sus 
representantes y como una importante función de expresión y fiscalización de 
nuestros valores democráticos, de manera que la mutilación a la cual fue objeto el 
articulo 117 constitucional no solo constitup un vicio pmcedimental sino que 
implica una grave afectación de esos valores. (Lo destacado en negrita no es del 
original) 

El tener acceso a lo que se discute y debate resulta de primer orden y su 

inobservancia puede ocasionar nulidad o vicio en la tramitación de una norma 

legislativa. El respeto al principio de  publicidad se logra no solo con el acceso del 

publico interesado a la barra, en donde puede tener el papel de observador de lo 

acontecido en la sesión; los medios de comunicación colectiva, mediante notas 

periodísticas, informan del acontecer parlamentario. Asimismo, en el diario oficial 

La Gaceta se publica el texto de los proyectos de ley y así el interesado y la 

comunidad en general cuentan con información también de los proyectos que 

llegan a la agenda legislativa para ser tramitados. De todas estas formas, los 

ciudadanos tienen acceso a buena parte de la información parlamentaria. 

1 Resoluci6n 9988 de las catorce horas con cuarenta y siete minutos del ocho de noviembre del dos mil. 



Sección II Sujeto y objeto del proceso de formación de la ley 

En la propuesta Legislativa, concurren tres elementos importantes: el 

sujeto, o sea las personas legitimadas para la aprobación de normas de conducta 

en la sociedad; el objeto del proceso, es decir la misma ley, acto jurídico 

emanado del órgano y, finalmente, el medio por el cual el sujeto cumple con el 

objeto, es decir, el procedimiento del formación de la ley. Esta sección se ocupa 

de los dos primeros. 

A. Formación de la ley 

Este apartado se refiere, fundamentalmente, a la propuesta que hacen los 

órganos legitimados para presentar una altemativa normativa que se verá 

afectada por el procedimiento legislativo pero que además puede ser sometida a 

la valoración de los legisladores, quienes, mediante mecanismos concebidos 

previamente, ajustan el proyecto de ley a las mejores altemativas que se les 

presenten mediante mociones de fondo. 

B. Poder Legislativo 

En Costa Rica, el Poder Legislativo se origina en el artículo 9 de la 

Constitución Política que, a la letra, dice: 

YArticulo 9.-El gobierno de al Republica es popular, representativo, pwticipativo, 
alternativo y responsable. Lo ejercen tres poderes distintos e independientes entre 
sí: Legislativo, Ejecutivo y Judicial. 



Ninguno de los Poderes puede detegar el ejercicio de funciones que le son 
propias ... 

El constituyente de 1949 establece el principio de separación de poderes, 

concebido por Montesquieu, que establece un sistema de frenos y contrapesos al 

que se ven sometidos los Poderes estatales, sin prevalencia de uno sobre el otro. 

En el artículo artículo 9, la Carta Magna asigna funciones o atribuciones 

diferentes a los Poderes estatales. Sobre este particular, cabe exponer lo 

siguiente: 

'...lo que usual aunque erróneamente se suele denominar como separación de 
poderes estatales, es en realidad la distribución de determinadas funciones 
públicas entre diferentes Órganos del ~stado ..."' 

Este principio genera una delimitación de competencias y, en modo alguno, 

podría afirmarse que su vigencia resulta determinante para el ejercicio del poder 

publico, puesto que es fácilmente comprobable respecto de la vigencia de diversos 

regímenes en diferentes momentos históricos. 

C. Atribuciones 

En Costa Rica, la Asamblea Legislativa, como poder, cuenta con sus 

propias atribuciones o competencias, que le vienen por mando de orden 

constitucional. La normativa creada para el efecto se localiza en los artículos 105 

' Hemández Valle Rubén , El  derecho de la Constitucibn, volumen 1.ed. San José, Editorial Juriscentro. 
1993. pág. 276. 



y 121 del citado cuerpo, donde se destaca, para efectos del trabajo, la 

producción normativa. 

Existen tres funciones propias de la Asamblea Legislativa: 

a- Función legislativa: consiste en la creación de normas jurídicas de carácter 

obligatorio, cuya inobservancia conlleva una sanción; son las denominadas 

leyes. 

b- Acuerdos legislativos: decisiones tomadas por la Asamblea Legislativa en 

acatamiento de la propia Constitución Política y el Reglamento de la 

Asamblea Legislativa. No son disposiciones generales y se crean mediante 

un procedimiento especial, es decir, diferente del empleado para la 

creación de la ley. 

c- Control político: atribución que ejerce una acción de vigilancia sobre las 

actuaciones llevadas a cabo fundamentalmente (aunque no 

exclusivamente) por el Poder Ejecutivo. Esta función de control tiene 

diversas manifestaciones como la denuncia en el Plenario Legislativo y el 

nombramiento de comisiones de investigación. 

D. Iniciativa legislativa 

Resulta imprescindible una propuesta por parte de los diputados o del 

Poder Ejecutivo, para que inicie una serie de actos concatenados, cuya 

observancia y sometimiento se cristalizan en nueva legislación. Carlos MI. 

Arguedas dice: 



'...La iniciativa es la fase introductoria e instauradora del proceso legislativo. Es la 
facultad de proponer la ley. Constituye un requisito necesario para que el 
procedimiento se origine..."' 

Es requisito sine qua non la existencia de una propuesta de nueva 

normativa; resulta inaceptable desplegar un procedimiento parlamentario sin 

que exista, de previo, una iniciativa legislativa. 

E. Requisitos de la iniciativa de ley 

Los requisitos para que un proyecto de ley ingrese en la corriente 

legislativa, están contemplados en el articulo 113 del Reglamento de la 

Asamblea ~e~islat iva* y pueden ser resumidos como de forma. No es requisito 

aunque s i  conveniente para una mejor técnica legislativa que el proyecto se 

presente con una exposición de motivos que, de requerirse una interpretación 

auténtica y ante una oscuridad, permita desentrañar la intención del legislador 

al concebir el proyecto. De igual modo, le posibilitaría al legislador dimensionar 

hasta dónde le seria posible modificar la propuesta de ley. 

' La iniciativa en al formación de la ley. Arguedas Carlos Manuel. Idem pág 82. 
Artículo 113.- Presentación del proyecto 

Todo proyecto de ley deberá presentame por escrito, a doble espacio, ante la Secretaría o la Dirección 
Ejecutiva de la Asamblea acompañado de diecis6is copias y fmado  por el diputado o los diputados que lo 
inicien o lo acojan, o por el Ministro de Gobierno correspondiente, cuando el proyecto sea de iniciativa del 
Poder Ejecutivo. 
No se recibirá ningún proyecto que no se presente en la fonna que se indica en el párrafo anterior. 



F. Omisión de requisitos en la presentación 

En el Reglamento de la Asamblea Legislativa, ninguna disposición 

sanciona, en modo alguno, la falta de observancia de los requisitos 

establecidos, cuando un proyecto fue admitido por la Secretaría o la Dirección 

Ejecutiva de la Asamblea. El proyecto sigue su curso normal y, durante su 

estudio y sometimiento al procedimiento parlamentario, se hacen ver los 

defectos en que pudieron haber incurrido los redactores y se subsanan. No 

existe el rechazo ad portas del proyecto de la iniciativa legislativa. 

G. Legitimación y oportunidad para presentar la iniciativa de ley 

Tanto los legisladores como el Poder Ejecutivo, por su condición de ser 

elegidos en un proceso popular, poseen la legitimación requerida para 

presentar proyectos de ley durante el periodo de sesiones ordinarias'. 

Recientemente, a partir de la promulgación de la Ley No 8281, de 28 de mayo 

de 2002, se consideró la posibilidad de que el pueblo pueda ejercer esta 

potestad de iniciativa, por medio de la figura del referéndum. Para tal fin, se 

requiere que la convocatoria sea solicitada al menos por un 5% de los 

ciudadanos inscritos en el padrón electoral. 

' Artículo 123 .- Durante las sesiones ordinarias, la iniciativa en la formación de las leyes corresponde a 
cualquiera de los miembros de la Asamblea Legislativa y al Poder Ejecutivo, por medio de los Ministros de 
Gobierno. 



La pregunta es si, en sesiones extraordinarias, los diputados pueden o no 

pueden presentar proyectos de ley. Esta situación ya fue estudiada por el alto 

Tribunal Constitucional que, al respecto, asevera: 

'los efectos de la iniciativa legislativa (esto es, la de los diputados) no pueden 
desplegarse válidamente durante las sesiones extraordinarias, a menos que el 
Poder Ejecutivo incluya los proyectos de esa iniciativa en la convocatoria a que 
alude el artículo 118. Pero, en cambio, no ve mas que un rigor formal excesivo e 
innecesario en el hecho de que se inadmita el simple depósito y se impida la 
recepción y registro de un proyecto de iniciativa legislativa durante el periodo 
correspondiente a esa clase de sesiones aunque este acto no pueda surtir, de 
inmediato, los efectos que en cambio si surtiría en el periodo de sesiones 
ordinarias."' 

En realidad, el legislador se limita a presentar el proyecto de ley a la 

Secretaria del Directorio Legislativo; sin embargo, el proyecto presentado no 

ingresa en la corriente legislativa, lo cual obliga a que no se dicten resoluciones 

ni autos que desencadenen el procedimiento legislativo. 

H. Iniciativa legislativa del Poder Ejecutivo 

El constituyente de1 949 definió que la iniciativa en la formación de las leyes 

no era competencia exclusiva del Poder Legislativo, porque determinó que el 

Poder Ejecutivo está facultado suficientemente para incidir en la producción 

normativa, en la fase de preparación del proyecto de ley. Esta disposición ha 

permitido que se le reconozca el carácter de colegislador, afirmación que puede 

encontrarse en las siguientes potestades consagradas en la Carta Magna. 

' Resolución 5582 de trece horas treinta seis minutos del treinta y uno de julio de mil novecientos noventa y 
ocho 



El articulo 140, inciso 5), expone: 

Artículo 140.-Son deberes y atribuciones que corresponden conjuntamente al 
Presidente y al respectivo Ministro de Gobierno ... 

5) Ejercer iniciativa en la formación de las leyes , y el derecho al veto; 

El articulo 123 indica: 

Artículo 123.-Durante las sesiones ordinarias, la iniciativa en la formación de las 
leyes corresponde a cualquiera de los miembros de la Asamblea Legislativa y al 
Poder Ejecutivo, por medio de los Ministros de Gobierno. 

Está clara la necesidad que el Poder Ejecutivo participe en la fase de 

iniciativa de un proyecto de ley, por cuanto es un Poder tecnócrata que dispone 

del mayor número de especialistas capaces de brindar una respuesta oportuna 

ante determinados requerimientos de la colectividad. Esta respuesta no puede 

darla el Poder Legislativo. Las iniciativas integrales y relevantes generalmente se 

han visto nacer en el Poder Ejecutivo, con el notorio detrimento de la función 

legislativa de los diputados. 

El Alto Tribunal Constitucional ha desarrollado los alcances de la iniciativa 

legislativa que ostenta el Poder Ejecutivo: 

1V.- PARTICIPACIÓN DEL PODER EJECUTIVO EN LA FORMACIÓN DE LA LEY. 
La Constitución Política prevé que el Gobierno es popular, representativo, 
participativo, alternativo y responsable; además, que se ejerce por tres Poderes 
distintos e independientes entre sí. Conforme con estos principios fundamentales, 
las actividades estatales están distribuidas en tres Poderes distintos e 
independientes, que están obligados constitucionalmente a cdaborar en la 
formación de la voluntad estatal. El acto de producción normativa es el resultado 
del ejercicio de las atribuciones que, con el carácter de competencia exclusiva, la 
Constitución Política le atribuye al Poder Legislativo y para que el resultado de esa 
potestad sea jurídicamente eficaz, resulta imprescindibie observar el procedimiento 
que, para la formación de las leyes, establecen tanto la Ley Fundamental como el 
Reglamento de la Asamblea Legislativa. Sin embargo, la sola actividad de la 



Asamblea Legislativa en la fase deliberativa, decisoria o constitutiva, es insuficiente 
para producir la ley formal, pues, en ocasiones, se requiere de la participación del 
Poder Ejecutivo en el acto de producción normativa tato en una fase de 
preparación del proyecto de ley, como en una etapa de perfección y de integración 
de la eficacia de b norma. De allí que se haya reconocido que el Poder Ejecutivo 
es colegislador, máxime si se toma en cuenta que, conforme a lo dispuesto en el 
articulo 130 de la Constitución Política, su mandato es ejercido "en nombre del 
pueblo". La participación del Poder Ejecutivo en la producción de la ley formal se 
pone de manifiesto en las siguientes facultades: 

1 .- Derecho de iniciativa. La iniciativa constituye el acto mediante el cual se 
deposita un proyecto de ley ante el órgano legislativo encargado de recibirlo y 
registrarlo. En términos jurídicos, la iniciativa es una facultad de los diputados y 
una facultaddeber del Poder Ejecutivo, para promover o impulsar el procedimiento 
de formación de la voluntad legisbüva. Es decir, la iniciativa constituye el acto por 
el cual quienes tienen esa facultad, según lo dispuesto en la Constitución Política, 
proponen a la Asamblea un proyecto para que ésta delibere y, eventualmente, el 
proyecto se convierta en Ley de la República. Así, el efecto lógico del ejercicio del 
derecho de iniciativa, es poner en marcha el procedimiento previsto para la 
formación de la ley, pues se trata de un derecho de impulso y no de decisión 
parlamentaria. La Carta Política en el articulo 140, inciso 5), dispone que el Poder 
Ejecutivo puede ejercer el derecho de iniciativa en la formación de la ley e, incluso, 
en casos especiales, la debe ejercer de manera exclusiva como es el caso de las 
leyes presupuestarias (artículo 178 y siguientes de la Constitución Política) o en el 
caso de aprobaciones de tratados internacionales y de empréstitos. Asimismo, el 
articulo 123 de la Ley Fundamental dispone, con toda claridad, que durante las 
sesiones ordinarias, la iniciativa para formar las leyes le corresponde a cualquier 
miembro de la Asamblea Legislativa, al Poder Ejecutivo, por medio de los ministros 
de Gobierno y al 5% de los ciudadanos inscrlos en el padrón electoral -si el 
proyecto es de iniciativa popular-, mientras que durante el periodo de las sesiones 
extraordinarias se faculta al Poder Ejecutivo para convocar a la Asamblea 
Legislativa a sesionar sobre los proyectos que dicho Poder de la República 
disponga a través de sus decretos ejecutivos, lo cual significa que en este periodo 
de sesiones la iniciativa legislativa está reservada al Poder Ejecutivo pero no 
implica, necesariamente, que los proyectos por conocer en este periodo legislativo 
deban ser de su exclusiva iniciativa, sino que, incluso, pueden convocar proyectos 
que hayan sido propuestos por miembros de b Asamblea Legislativa o por los 
ciudadanos. Sobre el particular, este Tribunal Constitucional ha indicado, en aras 
de clarificar el tema, lo siguiente: 

"(. . .) Ahora bien: es imposible confundir la iniciativa en la formación de la ley con la 
potestad que el articulo 118 da al Poder Ejecutivo de convocar a la Asamblea 
Legislativa a sesiones extraordinarias, potestad de convocatoria que permite al 
Ejecutivo determinar la agenda legislativa, incluyendo en ella, si ese es su deseo, 
asuntos de su propia iniciativa o de iniciativa de los diputados. (...)" Sentencia No 
199ü-5582 de las 13:36 hrs. del 31 de julio de 1998. 



Cabe señalar que, la iniciativa gubernativa en la formación de la ley, constituye un 
acto político mediante el cual se plasma la voluntad, se manifiesta la orientación o 
dirección política del Gobierno y se verifica una colaboración de Poderes. ' 
Se advierte con clandad la libertad y amplitud con que cuenta el Poder 

Ejecutivo para llevar a la práctica la posibilidad de generar legislación, por medio 

de esta facultad de proponer normativa que eventualmente se convierta de 

acatamiento obligatorio y que la misma Constitución le atribuye; su potestad de 

discriminar sobre la conveniencia de conocer un proyecto de ley la mantiene 

durante todo el año; de igual modo, este Poder puede llevar al conocimiento 

proyectos de ley que no son de su iniciativa, pero sí de su interés. 

l. Retiro de iniciativa 

Como consecuencia lógica del derecho de iniciativa de los legisladores, se 

ha reconocido su derecho de retirar la propuesta, aunque en forma restringida, 

con el fin de no violentar otros derechos y garantías. En este sentido, esta 

facultad de retiro se ha reconocido; pero con limitaciones, que consisten en un 

primer supuesto, cuando la iniciativa no ha ingresado en la corriente legislativa, 

esto es, no ha sido conocida en Comisión o en Plenario. De haber generado 

actos, como alguna decisión, requieren la aprobación de la Asamblea. Otro 

supuesto consiste en que una misma iniciativa suscrita por varios diputados, 

puede retirarse siempre que concurran todos; en caso contrario, solo se tendría 

por retirada de la suscripción de la propuesta. Estas limitaciones fueron definidas 

' Resolución 7632 de catorce horas con cuarenta y siete minutos del dieciséis de mayo de dos mil seis 



por la presidencia de la Asamblea en resolución no apelada, según consta en el 

Acta de Ptenario No 82, de 22 de octubre de 1991. 

Según dicha resolución, el retiro procede siempre que el texto no se haya 

conocido en Comisión o en Plenaiio o alguno de esos órganos no haya tomado 

alguna decisión válida relativa al proyecto. Si se ha generado un acto 

parlamentario, el retiro se admite solamente si lo aprueba la Asamblea Legislativa 

como órgano, o sea, el Plenario legislativo. 

Cuando la presentación es colegiada, la solicitud de retiro procede si la 

voluntad de todos los firmantes es expresa. 

En definitiva, se acepta el retiro de la comente legislativa de los proyectos 

de ley, por parte de sus proponentes, ya sea en sesiones ordinarias o 

extraordinarias, siempre y cuando, sea en Comisión o en Plenario, alguno de 

esos órganos no haya tomado alguna decisión válida referida al proyecto. 

1. Retiro en período de sesiones extraordinarias 

En sesiones extraordinaiias, esta atribución le corresponde al Poder 

Ejecutivo, independientemente de su condición de colegislador, mediante el 

procedimiento de modificar por decreto el contenido de la convocatoria, siempre y 

cuando el proyecto no haya sido votado en segundo debate ni se haya enviado al 

archivo, fundamentalmente porque, en este caso, sale de la esfera de la voluntad 

del proponente, quien queda inhabilitado para solicitar el retiro. 



Se trata de una suspensión del conocimiento, pues no implica, en forma 

obligatoria, el retiro de la iniciativa de la corriente legislativa; puede conocerse 

posteriormente en sesiones ordinarias o por inclusión en la convocatoria en 

cualquier momento. El derecho de iniciativa es diferente del de convocatoria. Los 

diputados pueden retirar sus propios proyectos, aun cuando se estén conociendo 

en sesiones extraordinarias, siempre que no hayan entrado a conocerse o no 

hayan sido votados. 

IV.- PARTICIPACIÓN DEL PODER EJECUTIVO EN LA FORMACIÓN DE LA LEY. 
La Constitución Política prevé que el Gobierno es popular, representativo, 
participativo, alternativo y responsable; además, que se ejerce por tres Poderes 
distintos e independientes entre sí. Conforme con estos principios fundamentales, 
las actividades estatales están distribuidas en tres Poderes distintos e 
independientes, que están obligados constitucionalmente a colaborar en la 
formación de la voluntad estatal. El acto de producción normativa es el resultado 
del ejercicio de las atribuciones que, con el carácter de competencia exclusiva, la 
Constitución Política le atribuye al Poder Legislativo y para que el resultado de esa 
potestad sea jurídicamente eficaz, resulta imprescindible observar el procedimiento 
que, para la formación de las leyes. establecen tanto la Ley Fundamental como el 
Reglamento de la Asamblea Legislativa. Sin embargo, la sola actividad de la 
Asamblea Legislativa en la fase deliberativa, decisoria o constitutiva, es insuficiente 
para producir la ley formal, pues, en ocasiones, se requiere de la participación del 
Poder Ejecutivo en el acto de producción normativa tanto en una fase de 
preparación del proyecto de ley, como en una etapa de perfección y de integración 
de la eficacia de la norma. De allí que se haya reconocido que el Poder Ejecutivo 
es colegislador, máxime si se toma en cuenta que, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 130 de la Constitución Política, su mandato es ejercido "en nombre del 
pueblo". La participación del Poder Ejecutivo en la producción de la ley formal se 
pone de manifiesto en las siguientes facultades: 

1 .- Derecho de iniciativa. La iniciativa constituye el acto mediante el cual se 
deposita un proyecto de ley ante el órgano legislativo encargado de recibirlo y 
registrarlo. En términos jurídicos, la iniciativa es una facultad de los diputados y 
una facultaddeber del Poder Ejecutivo, para promover o impulsar el procedimiento 
de formación de la voluntad legislativa. Es decir, la iniciativa constituye el acto por 
el cual quienes tienen esa facultad, según lo dispuesto en la Constitución Política, 
proponen a la Asamblea un proyecto para que ésta delibere y, eventualmente, el 
proyecto se convierta en Ley de la República. Así, el efecto lógico del ejercicio del 
derecho de iniciativa, es poner en marcha el procedimiento previsto para la 
formación de la ley, pues se trata de un derecho de impulso y no de decisión 
parlamentaria. La Carta Politica en el artículo 140, inciso S), dispone que el Poder 
Ejecutivo puede ejercer el derecho de iniciativa en la formación de la ley e, incluso, 



en casos especiales, la debe ejercer de manera exclusiva como es el caso de las 
leyes presupuestarias (articulo 178 y siguientes de la Constituci6n Política) o en el 
caso de aprobaciones de tratados internacionales y de empréstitos. Asimismo, el 
artículo 123 de la Ley Fundamental dispone, con toda claridad, que durante las 
sesiones ordinarias, la iniciativa para formar las leyes le corresponde a cualquier 
miembro de la Asamblea Legislativa, al Poder Ejecutivo, por medio de los ministros 
de Gobierno y al 5% de los ciudadanos inscritos en el padrón electoral -si el 
proyecto es de iniciativa popular-, mientras que durante el periodo de las sesiones 
extraordinarias se faculta al Poder Ejecutivo para convocar a la Asamblea 
Legislativa a sesionar sobre los proyectos que dicho Poder de la República 
disponga a través de sus decretos ejecutivos, lo cual significa que en este periodo 
de sesiones la iniciativa legislativa está reservada al Poder Ejecutivo pero no 
implica, necesariamente, que los proyectos por conocer en este periodo legislativo 
deban ser de su exclusiva iniciativa, sino que, incluso, pueden convocar proyectos 
que hayan sido propuestos por miembros de la Asamblea Legislativa o por los 
ciudadanos. Sobre el particular, este Tribunal Constitucional ha indicado, en aras 
de clarificar el tema, lo siguiente: 

"( ...) Ahora bien: es imposible confundir la iniciativa en la formación de l a  ley con la 
potestad que el artículo 118 da al Poder Ejecutivo de convocar a la Asamblea 
Legislativa a sesiones extraordinarias, potestad de convocatoria que permite al 
Ejecutivo determinar la agenda legislativa, incluyendo en ella, si ese es su deseo, 
asuntos de su propia iniciativa o de iniciativa de los diputados. (...y Sentencia No 
1998-5582 de las 13:36 hrs. del 31 de julio de 1998. 

Cabe señalar que, la iniciativa gubernativa en la formación de la ley, constituye un 
acto político mediante el cual se plasma la voluntad, se manifiesta la orientación o 
dirección política del Gobierno y se verifica una colaboración de poderes.' 

De la cita anterior, es posible inferir que el Poder Ejecutivo, mediante el 

decreto que convoca a la Asamblea Legislativa a sesiones extraordinarias, puede 

retirar efectivamente los proyectos por cuanto, en este acto político-jurídico, define 

cuáles estima necesario que se conozcan; en consecuencia, se retiran del 

conocimiento legislativo los que pierden interés para el Poder Ejecutivo. 

1 op cit. 



2. Retiro en período de sesiones ordinarias 

En materia exclusiva del Ejecutivo, este puede retirar los proyectos en 

cualquier momento, excepto si el retiro afecta una norma de rango constitucional 

(presupuesto) o si el proyecto ha sido votado o se ha enviado al archivo. Una vez 

ingresado en la corriente legislativa un proyecto de ley, el diputado o los 

diputados que lo presentaron pueden retirarlo si no se ha conocido en Comisión o 

en Plenario. Cuando el proyecto no ha generado resolución parlamentaria, puede 

ser retirado por el proponente; en caso contrario, debe contar con la aprobación 

de la Asamblea. 

J. Normas constitucionales de procedimiento 

En la propia Constitución Política, se encuentran normas procedimentales, 

hecho que da una idea de su relevancia. El constituyente estimó necesario 

conferirles carácter constitucional en vista de la importancia que reviste la 

elaboración de la ley. Estas disposiciones se desarrollan en el Reglamento de la 

Asamblea Legislativa; en igual sentido, las resoluciones dictadas por la Sala 

Constitucional son un elemento más que definen el desarrollo del procedimiento 

legislativo. 

K. Períodos legislativos 

La Asamblea Legislativa funciona durante todo el año. Este término se 

divide en dos períodos de seis meses cada uno. El denominado período de 



sesiones ordinarias, a su vez, se fracciona en dos etapas. La primera se 

extiende del primero de mayo al treinta y uno de julio y del primero de septiembre 

al treinta de noviembre. tos meses que no se mencionan constituyen el llamado 

periodo de sesiones extraordinarias. Una legislatura es el período que comprende 

tanto las sesiones ordinarias como las extraordinarias, que se realizan entre el 

primero de mayo y el treinta de abril.' 

L. Asamblea Legislativa en el periodo de sesiones extraordinarias. 

El periodo de sesiones extraordinarias va del primero de agosto al treinta y 

uno del mismo mes y del primero de diciembre al treinta de abril. Durante ambos 

periodos, la iniciativa legislativa le compete al Poder Ejecutivo en forma exclusiva, 

salvo si se trata del nombramiento de funcionarios que le corresponda a la 

Asamblea o de reformas legales indispensables para resolver los asunto 

sometidos a su cono~imiento.~ 

La convocatoria para que la Asamblea conozca solo los proyectos de ley 

indicados por el Poder Ejecutivo en el decreto de sesiones extraordinarias, la hace 

el Presidente de la República y un Ministro de Gobierno, ha sido práctica 

generalizada que sea el Ministro de la Presidencia. Los órganos legislativos, 

Plenario y Comisiones con potestad legislativa plena, Comisiones permanentes 

ordinarias y especiales, ven limitada su acción en este período porque solo 

' Artículo 116 de la Constitución Política. 
Artículo 1 18 de la Constitución Política. 



pueden conocer los asuntos incluidos en el decreto de convocatoria. No obstante, 

si pueden modificar los proyectos sometidos a deliberación. Sobre este asunto, 

la Sala Constitucional, en la reso4ución 3410-92, opina: 

"...la potestad de convocar a la Asamblea Legislativa para sesionar 
extraordinariamente, a la vez que se le ha reservado la determinación de la 
importancia y conveniencia de los proyectos que se incluyen en el decreto de 
convocatoria formal, y ello implica, con el articulo 118 de la Constitución Política, 
que no se puede conocer de ninguna otra materia que no sea la expresamente 
convocada, salvo los nombramientos de los funcionarios que deba hacer la 
Asamblea Legislativa, o las reformas legales que serán en raz6n de la convocatoria 
y el resto dd ordenamiento jurídico. Desde luego, la Asamblea Legislativa 
conserva integras sus potestades constitucionales de deliberación y decisión, de 
manera que en el procedimiento de producción de la norma, el proyecto tal y como 
llega a su conocimiento, puede sufrir modificaciones, adiciones y, en general, 
transformaciones, sin que impliquen incumplimiento de la reserva contenida en el 
decreto de convocatoria ni violación del principio contenido en el artículo 11 8. Lo 
que no es posible es que por la vía de mociones se modifique y sustituya el 
proyecto, de manera que lo que se aprueba sea una materia distinta a la que la 
iniciativa legislativa se propone regular y que es objeto de la convocatoria, porque 
ello equivaldría a desconocer la reserva creada en el artículo 118 constitucional y a 
violentar o infringir las reglas del derecho de iniciativa."' 

Como se infiere de la cita jurisprudencial, la Asamblea tiene que conocer la 

materia que se somete a su conocimiento mediante el decreto de convocatoria y 

debe limitarse a él, lo cual no significa la imposibilidad de introducir enmiendas, 

pero deben guardar conexión con el proyecto. Los proyectos que el Poder 

Ejecutivo incluye en el decreto de convocatoria, son sometidos a discusión por los 

legisladores. Este debate puede enriquecerse con nuevas propuestas 

modificadoras de la iniciativa legislativa por mociones de fondo y forma, medio 

del que disponen los legisladores para enmendar el proyecto de ley y desembocar 

1 Resoluci6n 3410 de las catorce horas cuarenta y cinco minutos del diez de noviembre de mil novecientos 
noventa y dos 



en la aprobación o no del proyecto. Pero, deben guardar relación estrecha con el 

contenido del proyecto, de modo que no es válido incluir nuevas materias no 

contempladas en el texto original. 

CAP~TULO SEGUNDO: FASE DE DISCUSIÓN Y APROBACIÓN 

Esta es la etapa de discusión donde finalmente se aprueba o no el texto de 

un proyecto de ley y en ella se determina su contenido último. El Plenario 

Legislativo o las Comisiones con Potestad Legislativa Plena son los Únicos con 

autoridad suficiente para que el acto jurídico político adquiera la condición de 

norma de acatamiento obligatorio. Aquí se puede mencionar el cumplimiento de 

requisitos para que el resultado de la discusión, esto es la norma aprobada, se 

convierta en ley. 

Sección 1: Deliberación de los proyectos de ley 

Una característica de un cuerpo colegiado es precisamente la deliberación; 

para ella, requiere información se valora a la luz de diferentes razonamientos para, 

al final, tomar una decisión. Sin embargo, antes de tomarla, debe haber existido 

un intercambio de ideas: esta es la deliberación. El debate tiene que estar 

regulado por una normativa; tambibn, es forzoso contar con un director o un 

cuerpo colegiado que encause el debate según la normativa diseñada al efecto. 

En el medio costarricense, el Directorio Legislativo es el responsable de estas 

acciones. 



En la fase de deliberación o discusión del texto de un proyecto de ley, se 

decide el contenido último de la ley, pues el Plenario o las Comisiones Legislativas 

Plenas son los Únicos órganos autorizados para modificar, suprimir y adicionar 

textos al contenido legal. Esta es la fase legislativa por excelencia'. En esta 

etapa, se define y perfecciona el contenido de la ley. 

Para convertirse en ley, el texto necesita ser aprobado en dos debates en 

día distinto y no consecutivo2, cuando se trata de legislación ordinaria, pues las 

reformas constitucionales requieren tres debates3. Este procedimiento ha sido 

tildado por la Sala Constitucional como agravado, según se advierte en la parte 

transcrita de la re~olución:~ 

"...la Doctrina del Derecho Constitucional sostiene que las normas de reforma 
constitucional tienen el carácter de garantía, puesto que se trata de proteger la 
Constituci6n como conjunto de normas básicas y fundamentales del ordenamiento 
jurídico y por ello es que se idea un procedimiento especial, agravado, de tal forma 
que la ley ordinaria no pueda variar su contenido, sobre todo porque la 
superioridad de la Constituci6n debe ser producto de un acuerdo que abarque un 
amplio espectro político, de tal forma que su extensa aceptación haga presumir su 
perdurabilidad, empero el procedimiento no puede ser tan laxo como para dejar 
que la obra del poder constituyente pueda modificarse a raíz de cualquier evento, 
ni tampoco que adquiera tal rigidez que impida la adaptaci6n de la Constitución a 
los cambios sobrevenidos en la vida social y política. La Msqueda de un punto 
equidistante entre estos dos extremos es la principal dificultad de las normas de 
revisión constitucional." 

' X i h  Heras, Jorge. Curso de Derecho Constitucional, t. 11, Barcelona, Bosch, 1962 
Artículo 124 de la Constitución Política 
Artículo 195 La Asamblea podrá reformar parcialmente esta Constitución con absoluto arreglo a las 

siguientes disposiciones: ... 
7) La Asamblea Legislativa, en sus primeras sesiones, discutirá el proyecto en ires debates, y si lo 

aprobare por votación no menor de dos tercios de votos del total de los miembros de la Asamblea , formará 
parte de la Constitución, y se comunicará al Poder Ejecutivo para su publicación y observancia. 

Resolución 4848 de las nueve horas treinta minutos del día primero de septiembre de mil novecientos 
noventa y cinco. 



Durante esta fase, se va perfeccionando el proyecto y también se define el 

resultado final de la deliberación, esto es, la ley. Una vez publicado el proyecto en 

el diario oficial La ~aceta', cualquiera de los titulares de la iniciativa legislativa 

está en capacidad de presentar, vía moción, una propuesta para modificar el 

texto. Esta facultad genera discusiones, algunas veces acaloradas, entre quienes 

desean alterarlo y quienes intentan mantener el texto del proyecto tal como fue 

presentado. 

En esta etapa, están plenamente capacitados para participar tanto los 

miembros de la Comisión como los no miembros, es decir, todos los legisladores 

tienen la legitimación suficiente para intervenir en la deliberación de una iniciativa 

de ley. 

A. Número de diputados necesarios para sesionar 

Por disposición constitucional, para la validez de las decisiones tomadas en 

sesiones de Plenario, se exige un numero de votos representativo de las dos 

terceras partes del total de sus miembros, es decir, treinta y ocho  diputado^.^ Este 

numero es el quórum en el ámbito legislativo. 

' Reglamento de la Asamblea Legislativa. Artículo 124 Mociones de fondo en Comisión. 
Los diputados podrán presentar mociones de fondo, en la comisión respectiva, a partir del día de la 
publicación de los proyectos de ley en el Diario Oficial y mientras en la misma comisión no hayan sido 
votados ... 

Articulo 1 17 de la Constitución Política 



Una excepción de esta regla se prevé cuando la Asamblea no se ha 

reunido, por falta de quórum, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la 

publicación de un decreto de suspensión de garantias. En tal caso, sesiona al día 

siguiente con cualquier número de diputados, para que conozcan del asunto'. 

En España, el concepto empleado es "mayoría de sus miembrosn2. De este 

modo sin el establecimiento de un número preciso de diputados para tomar 

decisiones con plena validez por parte del Congreso se toma más ágil así, se 

puede afirmar que ante la ausencia de una norma rígida que defina un 

determinado de forma como lo es la concurrencia de una cantidad significativa de 

legisladores se facilita la celebración de la sesión plenaria. 

En el medio nacional, se designa a un funcionario legislativo para llevar, en 

forma permanente, el recuento del número de diputados en el plenario. Con 

frecuencia, los mismos legisladores solicitan la constatación del quórum, en 

algunos casos, como medida preventiva. Si una vez iniciada la sesión el número 

de diputados resulta inferior al mínimo mencionado, es decir, hay "falta de 

quórumn, se previene a los que se han ausentado, a fin de que completen el 

número. Si en cinco minutos no se restablece el quórum, se levanta la sesión 

pues no puede continuar. Esta situación obliga a los diputados ausentes a perder 

la dieta que devengan por cada sesión. 

' Artículo 140, inciso 4) de la Constitución Política 
Artículo 78 Reglamento del Congreso de los Diputados de España 



B. Votaciones 

Luego de la deliberación y modificación de un proyecto de ley, es preciso 

determinar su conveniencia o inconveniencia. Esta situación se resuelve mediante 

la votación de los diputados y exige la mayoría absoluta de los presentes', salvo 

los casos particulares que la misma Carta Manga disponga. 

Una vez más, la Sala Constitucional arroja luz sobre este particular en la 

resolución ya citada 990-92: 

'Debe entenderse que la Constitución ha organizado una estructura pdítica en la 
que el equilibrio de poderes responde a mantenimiento de los valores 
fundamentales de la democracia, entre los que la libertad y la igualdad figuran 
como imprescindibles, de ahí que las normas reglamentarias tachadas de 
inconstitucionalidad, salvo las que adelante se dedaran, son constitucionalmente 
razonables, dado el sentido y coherencia democráticos que las anima (...). El 
objeto perseguido con la atribución de la competencia para autoorganizarse la 
Asamblea, es que por su medio sean regulados sus procedimientos de actuación, 
organización y funcionamiento y en consecuencia su organización interna es 
materia propia de esa competencia y por ende, no existe obstáculo para que, con 
ocasión de su ejercicio, sean establecidos otros tipos de mayorías razonables, en 
tanto se respeten los principios de igualdad y no discriminación." 

En lo interno, vale decir "interna corporis", se le permite a la Asamblea una 

votación diferente de la apuntada; pero, no ocurre así cuando sus decisiones 

tienen carácter de ley. 

Existen materias sobre las que la Asamblea, por imperativo constitucional, 

exige mayoría calificada, o sea, treinta y ocho votos, como lo expone Marina 

Ram irez: 

' Artículo 1 19 de la Constitución Política 



. establecimiento de monopolios a favor del Estado; limitaciones a la 
propiedad; secuestro; registro o examen de documentos privados; intervención de 
comunicaciones privadas; aprobación de convenios o tratados internacionales que 
transfieran competencias a organismos comunitarios o versen sobre nacionalidad 
costarricense; aprobación de ciertos empréstitos; creación de cantones; creación 
de instituciones autónomas; materia electoral, cuando el Tribunal Supremo de 
Elecciones se haya manifestado en desacuerdo con el proyecto; asuntos relativos 
a la organización y funcionamiento de la Corte Suprema de Justicia, cuando ésta 
se hubiere manifestado en descuerdo con el proyecto; convocatoria a una 
Constituyente; aprobación de reformas parciales a la Constitución Política; creación 
de nuevas provincias y disminución del número de Magistrados de la Corte 
Suprema de Justicia ".' 

Señalamos que este tipo de situaciones mencionadas revisten una 

particularidad: para su aprobación, se requiere la concurrencia de un número 

mayor de votos, con el fin de dar participación a las minorías representadas en la 

Asamblea Legislativa y, con esto, mayor legitimación a la decisión tomada. 

C. La consulta obligatoria de rango constitucional 

Esta consulta es la solicitud que la Asamblea Legislativa formula a un ente 

público, sobre la opinión que le merece determinado proyecto de ley que pueda 

afectado. De alguna manera, dar cumplimiento a este requerimiento se convierte 

en un limite para el legislador. Ciertamente, puede seguir conociendo el proyecto; 

sin embargo, como el ente consultado tiene un termino de ocho días para 

responder, el legislador está inhibido de aprobar el proyecto en cuestión. 

Dichas consultas están definidas a nivel constitucional2 y se dirigen: 

' Ramirez Altamirano Marina, Manual de Procedimientos Legislativos, San José, Investigaciones Jurídicas 
S.A. 1994. 
En relación con la consulta constitucional, v b e  los artículos 88,97, 121 inciso 17, 167) y 190) de la  

Constitución Política. 



A. A los consejos universitarios o al órgano director correspondiente a cada 

una de estas instituciones. 

B. Al Tribunal Supremo de Elecciones, en la discusión y aprobación de 

proyectos de ley relativos a materias electorales. Para apartarse de su 

opinión, se necesita el voto de las dos terceras partes del total de los 

miembros de la Asamblea Legislativa. Sin embargo, dentro de los seis 

meses anteriores y los cuatro posteriores a la celebración de una elección 

popular, la Asamblea no puede convertir en leyes los proyectos relativos a 

las materias citadas, respecto de los cuales el Tribunal Supremo de 

Elecciones se ha manifestado en desacuerdo. 

C. Al Banco Central de Costa Rica, cuando la ley determine la unidad 

monetaria. 

D. A la Corte Suprema de Justicia, en los proyectos de ley referentes a la 

organización o el funcionamiento del Poder Judicial. 

E. A las instituciones autónomas, en la discusión y aprobación de los 

proyectos referidos a ellas. 

Como se dijo, el témino de la consulta es por ocho días. Transcurrido este 

plazo sin recibir respuesta, se sobreentiende que el organismo consultado no tiene 

reparos sobre el proyecto. 

Cuando el ente consultado presenta observaciones al proyecto en estudio, 

se discuten en la Comisión y podrán ser acogidas o rechazadas. 



Si el proyecto se modifica como consecuencia de las mociones acogidas, el 

texto debe ser consultado nuevamente a la institución. La omisión de consultar 

otra vez, ha decidido la Sala, acarrea acciones de inconstitucionalidad, algunas 

de las cuales han prosperado, es decir, han sido declaradas con lugar, situación 

que acarrea la nulidad de lo actuado durante el procedimiento de elaboración de la 

ley. Así ha desarrollado este concepto el alto Tribunal ~onstitucional:' 

"La ley le impone a la Caja Costarricense de Seguro Social la obligación de 
desarrollar programas para la atención especializada de ciertos ofensores, lo que 
obviamente implica la administración de recursos humanos y su económicos para 
ese propósito. En razón de lo anterior, ciertamente no seria posible en modo 
alguno que la Asamblea Legislativa le impusiese a la Caja Costarricense de 
Seguro Social tal obligación, que involucra directamente el ejercicio de su 
autonomía, tanto política como económica, al menos sin consultarle de previo a la 
aprobación del Proyecto en cuestión (Expediente No 13.874) al jerarca de dicha 
institución, pues tal reforma implica la imposición de un gasto y un compromiso que 
amerita recurso humano para su cumplimento y una estructuración compleja, con 
el fin de conseguir un objeto que incluso no constituye el propósito primordial de la 
entidad." 

La ausencia de consulta a una institución autónoma, de un proyecto de ley 

que la afecta en sus finanzas y funcionamiento conlleva, obligatoriamente, la 

anulación de una ley aun ya promulgada. Por tanto, este requisito de consulta es 

determinante para la validez del procedimiento empleado por el Poder Legislativo 

al aprobar un proyecto de ley. 

' Resolución 1 1  129 de las trece horas con ocho minutos del veintiséis de octubre de dos mil uno. 



D. La consulta de constitucionalidad 

Corresponde a Sala Constitucional conocer sobre la constitucionalidad de 

los proyectos de ley, con el fin de corregir, antes de ser aprobados en segundo 

debate (o bien, en tercer debate), los defectos que podrían presentar. 

De conformidad con el ordenamiento jurídico (artículo 96 de la Ley de la 

Jurisdicción Constitucional), pueden asesorarse, por la vía de la consulta de 

constitucionalidad, el presidente de la Asamblea Legislativa, los diputados, la 

Corte Suprema de Justicia, el Tribunal Supremo de Elecciones, la Contraloría 

General de la República, el Defensor de los Habitantes. Dichos entes solicitan la 

consulta, que se dirige a pedir el pronunciamiento de la Sala respecto de la 

constiucionalidad en la tramitación o el contenido de los proyectos de reforma 

constiucional o de reforma de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, así como 

sobre la aprobación de tratados o convenios internacionales. 

Para los efectos de la consulta preceptiva, los empréstitos o contratos de 

préstamo no se contemplan dentro del supuesto de los tratados internacionales. 

El artículo 98 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional exige que la 

consuita de proyectos o actos sujetos al trámite de emisión de las leyes, debe 

interponerse después de ser aprobados en primer debate y antes del segundo'. 

La consulta facultativa debe ser presentada por al menos diez diputados. 

En este sentido, el Tribunal Constitucional manifiesta: 

' Resolución 6622 de las once horas cuarenta y cinco minutos del veintisiete de agosto de mil novecientos 
noventa y nueve, en igual sentido resolución 6621de las once y cuarenta y cinco minutos del once de junio de 
mil novecientos noventa 



*El articulo 96 inciso b) de la Ley de la Jurisdicción Constitucional exige que las 
consultas no preceptivas sobre proyectos de ley en discusión en la Asamblea 
Legislativa, sean presentadas por un número no menor de diez diputados. En el 
caso que ahora nos interesa, seis de los once Diputados que inicialmente 
suscribieron esta consulta, desistieron de la misma. En consecuencia y no 
habiéndose mantenido el requisito de estar formulada por diez di utados, conforme 
lo preceptúa el articulo citado, se ordena archivar el expediente." 

P 

Además del criterio jurisprudencial antes referido, conviene tener presente 

lo indicado por la Sala en fecha posterior. 

'Considerando: 

Único: el articulo 96 inciso b) de la Ley de la Jurisdicción Constitucional dispone 
que cuando se trate de una consulta legislativa 'facultativa", como en este caso, 
esta deberá ser promovida por un número no menor de diez diputados. Según se 
desprende del memorial de interposición de la consulta el mismo fue firmado por 
nueve diputados, sin que pueda precisar los nombres ...p or lo que la Sala aprecia 
no se cumple el requisito del número de consultantes establecido por la ley, razón 
por la que resulta inadmisible, y así debe declararsen2 

Las citas anteriores son transparentes en cuanto al número de diputados 

consultantes porque, de no cumplirse el requisito de las diez firmas, la consulta 

resulta inadmisible. 

En las consultas facultativas, la Sala Constitucional solo valora los aspectos 

concretamente cuestionados. En este sentido, se ha pronunciado de la siguiente 

manera: 

'De conformidad con lo que dispone el articulo 96 inciso b) de la Ley de la 
Jurisdicción Constitucional, nos encontramos frente a una consulta facultativa, 
planteada por Diez Diputados, por lo que esta Sala revisará únicamente los 
extremos cuestionados en forma concreta por los consultantes y no aspectos 

' Resolución 1552 de diecisiete horas con treinta minutos del once de junio de mil novecientos noventa 
Resolución 6620 de las once horas y cincuenta y tres minutos del veintisiete de agosto de mil novecientos 

noventa y nueve 



generales de constitucionalidad de  la ley que contienen la norma impugnada, 
según lo dispone el articulo 99 de la ley que rige esta jurisdiccibn."' 

E. Presentación de la consutta. 

La consulta preceptiva debe ser presentada, de oficio, por el Directorio de 

la Asamblea Legislativa. Esta atribución no la poseen los diputados en forma 

individual ni los funcionarios de la Asamblea Legislativa. 

El Directorio Legislativo puede juzgar que un proyecto no debe ser 

consultado obligatoriamente, porque no se contempla en los supuestos fácticos 

de la ley; por tanto, no presenta la consulta. Ante tal situación, la Asamblea 

Legislativa, mediante moción de orden debidamente aprobada por el Plenario, 

puede decidir que el proyecto sea consultado y el Directorio debe formular la 

con~ulta.~ 

La consulta no preceptiva debe ser formulada por los diputados en 

memorial razonado, con expresión de los asuntos cuestionados del proyecto, así 

como de los motivos por los cuales tienen dudas u objeciones sobre su 

constitucionalidad. Deben remitir copia del memorial a la Presidencia de la 

Asamblea, para comunicarle que ha sido formulada la consulta sobre determinado 

proyecto. 

La consulta, sea preceptiva o facuitativa, debe presentarse luego de la 

votación en primer debate. 

' Resolución 62 15 de las m e  horas del veinticinco de noviembre de mil novecientos noventa y tres. 
Ibidem. 



Cuando el proyecto trata de reformas constitucionales, tiene que someterse 

a tres debates en dos legislaturas distintas; la consulta, por su parte, debe 

formularse llevarse a cabo después de la votación del proyecto en primer debate, 

en la primera legislatura y antes de la definitiva.' 

Cuando la Asamblea Legislativa está sujeta a un plazo constitucional o 

reglamentario para votar un proyecto, por ejemplo, si se trata de un presupuesto 

ordinario, extraordinario o de su modificación, la consulta debe plantearse con la 

anticipación debida, a partir del momento en que la Comisión encargada de 

estudiarlo apruebe el dictamen o los dictámenes correspondientes. En esta 

circunstancia, la Asamblea procede a votar el proyecto, aunque no se haya 

recibido la respuesta a la consulta2. 

La Sala Constitucional notifica a la Presidencia de la Asamblea que la 

consulta ha sido admitida formalmente. 

Una vez admitida formalmente y notificada la consulta, se interrumpe la 

votación del proyecto en segundo debate o, en su caso, la sanción y publicación 

del decreto. No obstante, si la consulta es preceptiva, la interrupción ocurre partir 

del momento en que se presenta ante la Sala Constitucional. 

El articulo 101 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional ordena: "La Sala 

evacuará la consulta dentro del mes siguiente a su recibo y, al hacerlo dictaminará 

Ley de la Jurisdicción Constitucional N" 735 del 1 1  de octubre de 1989, artículo 98 párrafo 1 ,  y Reglamento 
de la Asamblea Legislativa, artículo 143 inciso 2). 
' Ibidem, articulo 98. 



sobre los aspectos y motivos consultados o sobre cualquiera otros que considere 

relevantes desde el punto de vista constitucionaln. 

La resolución de la Sala Constitucional solo es vinculante si precisa la 

existencia de vicios procedimentales que devienen en inconstitucionales o 

antirreglamentarios, en el trámite del proyecto objeto de consulta. Cabe la 

posibilidad de objetar posteriormente la noma o las normas impugnadas, por 

medio del mecanismo de control de constitucionalidad. Al respecto, la Sala 

apunta: 

'Según lo establece claramente el articulo 101 de la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional, la resolución de esta Sala será vinculante solo en cuanto 
establezca la existencia de trámites inconstitucionales en el proyecto consultado. 
No obstante, la Sala podrá exteriorizar su parecer en cuanto al fondo, con el objeto 
de evitar que se introduzcan reformas que produzcan antinomias entre normas o 
principios consti¡ucionales, pero en este aspecto, es lógico que su opinión no es 
vinculante, pues es el legislador constituyente es el que tiene el poder de reformar 
total o parcialmente la Constitución Política atendiendo a las normas en ella 
establecidas para ese efecto."' 

F. Fase integradora de la eficacia de la ley 

En esta fase, le corresponde al Poder Ejecutivo sancionar la ley, es decir, 

otorgarle autoridad al promulgarla como ley de la ~e~ubl ica*.  En esta etapa, 

pueden identificarse tres subfases: sanción, promulgación y publicación; sin 

embargo, debe entenderse como el conjunto de los pasos indispensables para 

que la ley se tome obligatoria. 

Resolución 678-91 de las catorce horas dieciséis minutos del veintisiete de mano de mil novecientos 
noventa y uno. (también puede verse la resolución 6674 de quince horas diez minutos de ocho noviembre de 
mil novecientos noventa y tres). 

Artículo 126 de la Constitución Política. 



Una vez concluida la tarea legislativa, es decir, cuando la Asamblea vota 

un proyecto y el resultado es la aprobación, la ley existe y es válida formalmente; 

pero, ingresa en el tráfw jurídico solo cuando ha recorrido las tres subfases 

mencionadas. 

Se concuerda el Lic. Arguedas Ramírez cuando menciona: 

"...no existe ninguna previsión acerca del tiempo que puede tomarse el Poder 
Ejecutivo para publicar la ley, de modo que, eventualmente, esa operación podría 
dilatarse extremadamente con desdoro del interés público. Tampoco hay previsión 
alguna acerca de la corrección de los errores de imprenta, que son muyfrecuentes 
y, sobre todo en ciertos casos, indudablemente graves". 

Sin embargo, en aras del adecuado resguardo del principio de seguridad 

jurídica, la ley de be empezar a regir segun lo publicado correctamente. 

G. Delegación en Comisiones con Potestad Legislativa Plena 

La posibilidad de que otros órganos parlamentarios conozcan proyectos de 

ley una vez dictaminados, surge con la ley No 7347, de lo de julio de 1993, que 

reforma el artículo 124 de la Constitución Política. Sus disposiciones le posibilitan 

al Plenario Legislativo delegar el conocimiento de proyectos de ley en las 

Comisiones Legislativas Plenas, que tienen plena capacidad para modificar, 

aprobar o improbar iniciativas legislativas. 

La delegación parlamentaria se define como la potestad constitucional 

conferida al Plenario para trasladar o transferir, a las Comisiones Legislativas 



Plenas, la competencia sobre los proyectos de ley que contienen mociones 

delegatorias.' 

Un proyecto dictaminado ha recorrido un camino en Comisión, donde 

concurren las opiniones de expertos en diferentes materias; también puede contar 

con criterios de instituciones públicas a las que podría afectar. Por tales razones, 

la Comisión que estudia el proyecto genera uno o varios informes. 

En una sola moción, pueden delegarse varios proyectos para ser conocidos 

en una Comisión con potestad legislativa plena. 

Existen materias vedadas para que el Plenario las delegue. Se consignan 

en el mismo articulo 124 constitucional: la materia electoral, la creación y 

modificación de impuestos nacionales, el ejercicio de las facultades previstas en 

los incisos 4), 1 l) ,  14), 15) y 17) del articulo 121 de la Constitución Política, la 

convocatoria a una Asamblea Constituyente para cualquier efecto y la reforma 

parcial de la Constitución Política. 

La delegación debe ser aprobada en Plenario por mayoria calificada, o sea, 

treinta y ocho diputados. Esta disposición denota el consenso que debe haber 

para transferir el conocimiento de los proyectos de ley a las Comisiones. La 

avocación puede ocurrir en cualquier momento, por mayoria absoluta2. 

' Las Comisiones Legislativas Plenas, Muñoz Quesacia Hugo Alfonso, San José, Asamblea Legislativa: 
CICAP Centro para la democracia, 1994. 

Articulo 124 de la Constitución Política. 



Sección II: Fase de eficacia de la ley 

En esta fase, el Poder Ejecutivo sanciona la ley o aprueba el texto que le 

remite el Poder Legislativo; de esta manera, le otorga autoridad, promulgándola 

como ley de la República. Esta participación del Poder Ejecutivo es imprescindible 

para que la norma despliegue sus efectos, esto es, le brinda eficacia. En líneas 

siguientes, se verá, al menos en forma general, cada una de las posibles 

situaciones en que puede incurrir el Poder Ejecutivo una vez que llega a sus 

manos el decreto legislativo. 

A) Poder Ejecutivo. 

Una vez aprobado el proyecto por la Asamblea Legislativa, se requiere la 

participación del Poder Ejecutivo, cuya participación vendrá a definir la eficacia 

que caracteriza a la norma aprobada de este modo termina de dar cumplimiento a 

la parte final del proceso de elaboración de la Ley como es la sanción o firma del 

decreto legislativo y su publicación, para que se convierta en ley. Dicha 

actuación se expone de seguido. 

B. Sanción 

Este es un requisito de eficacia de la ley que consiste en la aceptación del 

Poder Ejecutivo para el proyecto de ley aprobado por la Asamblea Legislativa. 

Para sancionarla o firmarla, dispone de un plazo de diez días hábiles que 



empiezan a computarse una vez que el Poder Ejecutivo recibe la iniciativa que ha 

superado el iter legislativo. Este plazo es fatal en el sentido de que no puede dejar 

de sancionarse aunque se agote. Ahora, se concuerda una vez más con el Lic. 

~rguedas' en cuanto a que no existe disposición alguna que disponga el término 

para mandar a publicar el texto: 

'... no existe ninguna previsión acerca del tiempo que puede tomarse el Poder 
Ejecutivo para publicar la ley, de modo que, eventualmente, esa operación podría 
dilatarse extremadamente con desdoro del interbs público". (sigo sin entender a 
cuales signos se refiere." 

Esta situación es digna de ser examinada por los legisladores, con el fin de 

establecer un plazo razonable que, de no cumplirse, el mismo Poder Legislativo 

mande publicar el texto. Lo anterior con el fin de hacer efectivo el cuerpo 

normativo, aprobado por la Asamblea Legislativa y para mantener el respeto a la 

funciones atribuidas a los Supremos Poderes. 

Respecto de la sanción, el alto Tribunal Constitucional dice: 

'2.- Sanción de la ley. De conformidad con los artículos 124 y 140, inciso 3), de la 
Constitución Política, el Poder Ejecutivo también participa en b formación de las 
leyes a través de la sanción del proyecto de ley. La sanción de la ley constituye la 
manifestación de la voluntad del Gobierno, mediante la cual acepta que un 
proyecto aprobado por la Asamblea Legislativa se convierta en Ley de la 
República. Mediante la sanción del proyecto, que equivale a la firma por el Poder 
Ejecutivo, se perfecciona la voluntad legislativa y la ley adquiere eficacia."* 

En las citas anteriores, puede observarse que la sanción es un requisito 

para la aplicación de la ley, previa aceptación del proyecto. Por ella, la norma 

' Arguedas Carlos Manuel, La iniciativa en la formación de la ley. Editorial Juricentro S. A. 1978, San José, 
Costa Rica. p. 87. 

Resolución 6732 de las catorce horas con cuarenta y siete minutos del diecisiete de mayo de dos mil seis. 



cuenta con eficacia jurídica, al ser obligatoria para la colectividad. Sin este 

requisito, carece de eficacia, es decir, no resulta de acatamiento obligatorio. 

C. El veto 

El veto es la facultad del Poder Ejecutivo para manifestar su desacuerdo 

con el decreto legislativo remitido por la Asamblea para que lo sancione. Esta 

objeción puede obedecer a razones de oportunidad como de inconstitucionalidad. 

Sobre esta institución, expresa Bidar Campos: "...la facultad de vetar, no 

obstante insertarse en una de las etapas del proceso legislativo, no atañe a la 

función legislativa en si misma, que se cumple solamente (a cargo del Congreso) 

en la fase constitutiva de esencia legislativa; y, por eso, el acto de veto carece de 

esencia legislativa, para ser típicamente un acto de naturaleza politican'. 

Esta afirmación es válida en el medio costarricense pues el veto está 

reservado al Poder Ejecutivo, a fin de que ejerza el control sobre los actos 

emanados del Poder Legislativo. 

La normativa concebida al efecto está contemplada en la Constitución 

Política, concretamente el artículo 125~; sin embargo, resulta insuficiente ya que 

pueden suscitarse situaciones no reguladas en norma alguna, como podría ser si 

' Citado por Hemández Valle Rubén, El Derecho de la Constitución, San José, Costa Rica, Editorial 
Juricentro , 1993, pág 566. 

Artículo 125.- Si el Poder Ejecutivo no aprobare el proyecto de ley votado por la Asamblea, lo vetará y lo 
devolverá con las objeciones pertinentes. No procede el veto en cuanto al proyecto que aprueba el 
Presupuesto Ordinario de la República. 



es procedente un proyecto de ley originado en el Poder Ejecutivo. En esta 

situación particular, nada impide que pueda interponerse el veto, aun cuando el 

proyecto tenga el origen citado. 

La acción debe ser interpuesta dentro de los diez días hábiles contados a 

partir de la fecha de recibo de un proyecto de ley aprobado por la Asamblea 

Legislativa. En caso de no ejercer esta acción en el término mencionado, el 

Poder Ejecutivo debe sancionarlo y publicarlo. Llama atención la inexistencia de 

un plazo fijado para la publicación del proyecto. 

El Poder Ejecutivo puede retirar el veto mientras el Plenario resuelve acoger 

o resellar el proyecto de ley o no haya transcurrido el plazo de cuatro años 

dispuesto en el Reglamento de la Asamblea Legislativa para que el proyecto sea 

enviado al archivo'. 

Conviene mencionar lo ya indicado por la Sala Constitucional al referirse al 

veto como la potestad de objetar un proyecto de ley por razones de oportunidad o 

constitucionalidad, que obedecen a razones de orden político, por lo que es un 

acto discrecional. 

"En relación con la posibilidad de retiro del veto interpuesto por el Poder Ejecutivo, 
alega la recurrente que una vez ejercida tal potestad, carece de competencia para 
retirarlo. El veto es una forma de participación del Poder Ejecutivo en el 
procedimiento legislativo, autorizado expresamente por la Constitución Política, en 
sus artículos 125, 126, 127 y 128. Consiste básicamente en la potestad de objetar 
por razones de oportunidad o constitucionalidad, los proyectos de ley aprobados 
poc la Asamblea Legislativa y por su naturaleza eminentemente política, debe 
considerarse un acto discrecional. Alegar, como lo hace la recurrente, que al no 
estar expresamente autorizado en la Constitución el retiro del veto, el Poder 
Ejecutivo no tiene la potestad para obrar de esa forma, es una tesis que no 

' Hernbdez Valle, Rubén, Derecho Parlamentario Costarricense, 2' ed. San José, C.R. IJSAJ000 pág. 23 1.  



comparte esta Sala, pues tratándose del ejercicio de un poder discrecional, el retiro 
resulta también parte inherente a él, como potestad implícita atribuida a dicho 
Poder, que puede ejercer en cualquier momento, hasta tanto no exista 
pronunciamiento del pleno legislativo, si fue interpuesto por razones de 
oportunidad, como en el caso en examen. Corresponde al Poder Ejecutivo d 
determinar la conveniencia o inconveniencia de objetar un proyecto de ley, por 
razones de oportunidad, pero también cuenta dentro de sus atribuciones el 
reconsiderar la objeción y en caso de estimar que, por un cambio de circunstancias 
o cualquier otra razón de oportunidad, es conveniente retirarlo, no existe para eHo 
objeción constitucional alguna. En el caso de la ley numero 6683, el veto fue 
retirado por el Ejecutivo antes de que la Asamblea definiera sobre los motivos en 
que se fundamentó el reproche del Ejecutivo, tal retiro implicó una aceptación del 
proyecto, con lo que se consolidó la voluntad legislativa, de aprobar la norma. No 
existe entonces, ningún vicio de inconstitucionalidad relativo al proceso de 
formación de la ley impugnada, por lo que a este respecto el recurso debe 
declararse sin lugar."' 

No cabe la interposición del veto cuando se trata de reformas 

constitucionales, según se desprende del articulo 195 inciso 7) de la Constitución 

Política *. De acuerdo con el criterio de Hemández, la prohibición contenida en el 

articulo 125 de la Carta Magna, respecto a la improcedencia del veto para el 

proyecto que aprueba el Presupuesto Ordinario de la República, es solo aparente 

porque se puede interponer por razones de inconstitucionalidad. 

En el tanto en que una normativa aprobada por la Asamblea Legislativa, 

como lo es la Ley del presupuesto ordinario, no guarde relación con lo estipulado 

por la misma Carta Magna, perfectamente el Poder Ejecutivo puede interponer el 

veto, porque debe respetarse el principio de jerarquía de las normas. De no 

1 Resolución 3004 de las catorce horas treinta minutos del nueve de octubre de mil novecientos novata y dos. 

Articulo 195.- La Asamblea Legislativa podrá reformar parcialmente esta Constitución con absoluto arreglo 
a las siguientes disposiciones: 
7) La Asamblea Legislativa, en sus paimeras sesiones, discutirá el propto en tres debates, y s i lo  aprobare 
por votación no menor de dos tercios del total de los miembros de la Asamblea, formará parte de la 
Constitución, y se comunicará al Poder Ejecutivo para su publicación y obmvancia. 



respetarse el porcentaje indicado en el articulo 170 de la Carta Fundamental, el 

Poder Ejecutivo puede interponer el veto en razón de la misma ley resulta 

inconstitucional. Esta situación es avalada por el tratadista nacional Hemández 

Valle: 

"La potestad del veto del Poder Ejecutivo sí procede respecto del Presupuesto 
Ordinario de la República, pues si no se permite interponerlo por razones de 
inconstitucionalidad se violaría, de manera evidente, el principio de supremacía 
constitucional, consagrado en el artículo 10 de la Constitución ".' 
En forma pacífica, se acepta la construcción jurídica anterior porque se 

ajusta a una posible realidad constitucional, que si bien no se tiene información de 

que se haya presentado, no cabe descartar la presencia eventualmente de una 

situación hipotética como la señalada. 

D. El resello 

Los artículos 126 y 127* de la Carta Fundamental ordenan que la Asamblea 

Legislativa reconsidere las objeciones que, dentro del término conferido al efecto, 

' El derecho de la Constitución, vol 1 ,  Hernández Valle Rubén, Editorial Juricentro, 1993, pág 566. 
ARTICULO 127.- Reconsiderado el proyecto por la Asamblea, con las observaciones del 

Poder Ejecutivo, y si la Asamblea las desechare y el proyecto fuere nuevamente aprobado 
por dos tercios de votos del total de sus miembros, quedará sancionado y se mandará a 
ejecutar como ley de la República. Si se adoptaren las modificaciones propuestas, se 
devolverá el proyecto al Poder Ejecutivo, quien no podrá negarle la sanción. De ser desechadas, 
y de no re- los dos tercios de votos para resellarlo, se archivará y no podrá ser considerado sino hasta la 
siguiente legislatura. 
ARTÍCULO 128.- Si el veto se funda en razones de inconstitucionalidad no aceptadas por 
la Asamblea Legislativa, esta enviará el decreto legislativo a la Sala indicada en el artículo 
10, para que resuelva el diferendo dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha 
en que reciba el expediente. Se tendrán por desechadas las disposiciones declaradas 
inconstitucionales y las demás se enviarán a la Asamblea Legislativa para la tramitación 



interpone el Poder Ejecutivo contra el proyecto de ley que ya ha recorrido el iter 

pariamentario. Si las objeciones riñen con la Carta Magna, deben ser valoradas 

por la Sala Constitucional. 

A la misma Comisión que dictaminó el proyecto le corresponde conocer del 

veto, mediante un informe que puede proponer el resello, el cual se aprueba en 

una sola sesión, con la concurrencia de mayoría calificada, es decir, treinta y ocho 

votos. 

Por otro lado, si se aceptan las objeciones formuladas por el Poder 

Ejecutivo, el proyecto debe someterse al procedimiento de ley, esto es, ser 

aprobado en dos debates. 

Si no son aceptados los argumentos en contra esgrimidos por el Poder 

Ejecutivo para no sancionar el proyecto que conoció ni la Comisión propone el 

resello, el proyecto se tiene por concluido y se archiva.' 

correspondiente. Lo mismo se hará con el proyecto de ley aprobado por la Asamblea 
Legislativa, cuando la Sala declare que no contiene disposiciones inconstitucionales. (Así 
reformado por Ley No. 7128 de 18 de agosto de 1989) 

l Articulo 182. Trámite en ~eneral: Cuando el Poder Ejecutivo objetare algún proyecto 
de ley, el Presidente de la Asamblea lo pasará a la misma comisión que conoció del asunto 
a que se refiere, para que vierta el informe del caso. 

Si el informe propusiere el resello, se aprobará o rechazará en una sola sesión. 

Si el informe aceptare las reformas propuestas por el Poder Ejecutivo y fueren aprobadas, se 
someterá a los dos debates de ley y la resolución fuial se sujetará en un todo a lo que dispone el artículo 127 
de la Constitución Política; si, por el contrario, el dictamen no aceptare las objeciones ni propusiere el resello 
y lo aprobare la Asamblea, se dará por concluido el asunto. 



TITULO SEGUNDO: DERECHO DE ENMIENDA EN EL PROCEDIMIENTO 
LEGISLATIVO COSTARRICENSE 

Antes de toda reflexión sobre el tema objeto de este trabajo, resulta no 

solo oportuno sino, además, forzoso tener claro el concepto de que el proyecto de 

ley gira en tomo a un eje temático o central, que delimita hasta dónde se ajusta a 

derecho la potestad de modificar la iniciativa en estudio, sin perjuicio de que 

también se regulen otras materias accesorias o derivadas de la principal. 

En Costa Rica, no existe límite alguno, salvo por algunas disposiciones muy 

particulares, para las materias que pueden ser objeto de regulación normativa. 

El procedimiento que emplea el diputado en su función propiamente 

legislativa (creación, modificación de las leyes) consiste en definir el sujeto, el 

objeto o la situación objeto de regulación propuestos. De este modo, puede 

delimitar las facetas o los tópicos accesorios que pueden ser objeto de regulación 

en la propuesta de ley. Dichas facetas deben ser ordenadas para procurar su 

mejor compresión. Este cuidado le permite decidK si todas las facetas pueden 

regularse en un solo cuerpo normativo o se necesita la elaboración de nuevas 

propuestas. 

El legislador debe determinar el fin que se persigue regular; asimismo, que 

la población conozca y tenga acceso a lo que se pretende regular con una nueva 

propuesta. En tal forma, se da cumplimiento a los principios de seguridad jurídica 

Y publicidad de la ley. 



Resulta oportuno, de igual modo, establecer el papel que cumple, en el 

procedimiento legislativo, la Sala Constitucional, encargada de resguardar que se 

encuentre ajustado a las normas y principios que rigen la materia. 

CAP~TULO PRIMERO: PROTAGONISMO DE LA SALA CONSTITUCIONAL 
DESDE SU CREACIÓN, EN LA VIDA JUR~DICO-POL~TICA, 

En el desarrollo de este capítulo, se procura resaltar cómo la Sala 

Constitucional, mediante una serie de resoluciones, ha ejercido un papel 

determinante para que los Poderes Estatales den cumplimiento a lo consagrado 

en la Carta Magna. Con su actuación, ha permitido revitalizar el principio 

mencionado líneas atrás de división de Poderes, inoperante en la forma efectiva 

que se puede observar hoy. 

En igual sentido, nos proponemos dejar cuando menos sentada la idea del 

modo en que, ya sea por acción o por omisión, el Tribunal constitucional incide 

directamente en la legislación de nuestro país hasta un punto en que no dista 

mucho no solo de ejercer una especie de veto, sino de señalar una directriz para 

la elaboración de la ley. 

Sección l.- Función fiscalizadora y de defensa de la Constitución Política 



Durante muchos años, en Costa Rica, el control constitucional no fue una 

actividad prioritaria en el ejercicio de la función de los órganos jurisdiccionales; en 

concreto, de la Corte Plena. Al ser una labor accesoria de este alto Tribunal, el 

ejercicio del control de constitucionalidad dejb de ser materia relevante. Además, 

la exigencia de mayoría calificada para decretar la inconstitucionalidad de una ley, 

establecía una "presunción de constitucionalidadn, por cuanto se requerían las dos 

terceras partes de los magistrados para declarar dicha inconstitucionalidad. En 

consecuencia, quien quería alegarla debia luchar contra la presunción de que las 

normas eran constitucionales. Evidentemente, este era un escuálido control 

constitucional. 

Con la creación de la Sala Constitucional, por la reforma de la Constitución 

Política mediante de la Ley No 7128, de 18 de agosto de 1989, se genera una 

cantidad significativa de cambios y avances importantes en todos los campos 

jurídicos. Sin duda, le confiere una extraordinaria vitalidad a los principios que 

conforman la Carta Magna. 

Con la promulgación de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, No 7135 , 

de 11 de octubre de 1989, y al dictarse las primeras resoluciones, se empieza a 

tener conciencia de la importancia de respetar las disposiciones de la 

Constitución Política. 

Coincidimos en lo apuntado por el tratadista Hemández Valle al señalar: 



'La Constitución constituye el orden jurídico superior de todo ordenamiento 
jurídico, donde se plasman las normas, principios y valores materiales que lo 
fundamentan y que los órganos estatales están compromdidos a desarrollar en 
beneficio de los ciudadanos. Tales normas, sin embargo, se ven 
constantemente amenazadas de violación no s61o por los órganos estatales, 
sino también de los propios particulares. De ahí la necesidad de que existan 
mecanismos de tutela y órganos encargados de velar porque el principio de 
supremacía constitucional y el respeto efectivo de los derechos fundamentales 
sean una realidad vivida cotidianamente en todos los Estados democráticos."' 

Partiendo de la premisa de que la función primordial de la Sala 

Constitucional es velar por el cumplimiento de la aplicación de todos los preceptos 

constitucionales, se puede afirmar que, como parte fundamental de esa defensa y 

de la exigencia de la aplicación de los preceptos constiitucionales, la Sala debe 

analizar aspectos propios de los otros Poderes del Estado. 

El respeto y la aplicación de la Carta Magna compete a todos los 

ciudadanos, al Estado y sus Poderes y, al ser estos capaces de introducir 

violaciones a la Constitución, la Sala queda legitimada para que, dentro del 

ejercicio del sistema de frenos y contrapesos, defina un balance y someta al 

control constitucional a los otros Poderes del Estado. Por ello, en algunos de sus 

fallos, la Sala analiza las potestades propias del Poder Legislativo y los límites a 

los cuales este debe someterse. 

A. Principio de división de Poderes 

Este principio fue adoptado por el ordenamiento constitucional 

costarricense en la Constitución Federal de 1824 y en la Ley Fundamental del 

l Hernánda Valle Rubén. (1994) "Justicia Constitucional y debido proceso". Revista de Ciencias Penales, 
Ediciones ABC, NO 8.: mano, p 71. 



Estado Libre de Costa Rica en 1825, las cuates recibieron la influencia decisiva de 

la Constitución norteamericana de 1789. 

El sistema de frenos y contrapesos planteado por Montesquieu, revela que 

uno de los requisitos básicos para enfrentar o prevenir las tiranías es una 

distribución del poder que evite su concentración en manos del tirano, el rey o el 

dictador. Con base en esta teoría, se creó una división básica entre los Poderes: 

uno orientado a generar las leyes, el Poder Legislativo; otro orientado a ejecutar 

las leyes y a manejar la acción cotidiana del gobierno, el Poder Ejecutivo, y otro 

encargado de resolver las disputas de la vida en sociedad y las suscitadas entre 

los Poderes, el Poder Judicial. 

La idea esencial de la división de Poderes es evitar la concentración de 

poder en manos de una sola persona y, mediante la división de las potestades 

para ejercerlo, establecer un sistema de frenos y contrapesos que le garantice a 

los administrados el libre ejercicio de sus derechos. En Costa Rica, tal división de 

Poderes está claramente delimitada dentro de ese esquema. 

B. Límites al Poder Legislativo 

El alto Tribunal Constitucional ha introducido modificaciones muy 

importantes en la práctica cotidiana del Poder Legislativo. Conviene destacar la 

reafirmación de la Sala en tomo al principio de conexidad relacionado con los 



derechos de iniciativa y de enmienda que poseen los legisladores; de igual modo, 

en lo referente al principio de publicidad. Los diputados tienen un amplio margen 

de acción para modificar los proyectos de ley; sin embargo, la Sala ha introducido 

una sana consideración al precisar que este derecho no puede interpretarse como 

un poder absoluto. En efecto, el derecho de enmienda debe ejercerse dentro del 

marco de temas o materias conexas; por tanto, los legisladores no podrían 

comenzar a discutir un proyecto en materia penal y, al final, aprobar uno en 

materia de familia. Esta pirueta legislativa facilitaria el trámite en la oscuridad de 

muchas cosas, con evidente perjuicio de los derechos del ciudadano común, de 

los intereses de los sectores afectados con la legislación aprobada -que no 

tendrían oportunidad de expresar sus puntos de vista-, y de los derechos de los 

otros legisladores, que no tendrían acceso a una información adecuada del trámite 

del proyecto de ley. 

Las decisiones de la Sala, manifiestas en sus resoluciones, tienen 

consecuencias políticas importantes, por cuanto permiten que si los diputados 

incurrieran en ese desorden, perjudicarían a los ciudadanos, quienes tienen 

derecho a que el proceso legislativo sea transparente. 

En materia de límites al derecho de enmienda, los magistrados han 

desarrollado una doctrina sobre la necesidad de que exista un sano equilibrio 

entre la iniciativa del diputado de impulsar legislación y el paralelo derecho de 



enmendar los proyectos durante el proceso legislativo. Resulta ilustrativo 

sintetizarlo en las siguientes expresiones: " (...) Ninguno de ellos puede tiranizar al 

otro (...). Así, por ejemplo no puede aprovecharse las enmienda para excluir de 

raíz la materia a la que el proyecto se refiere, (...) pero tampoco puede 

pretenderse que la iniciativa impone a la Asamblea el limitado derecho de aprobar 

el proyecto o rechazarlo, (...) en este sentido se puede decir que el texto formulado 

con la iniciativa fija el marco para el ejercicio del derecho de enmienda"' 

Las consecuencias políticas de esta doctrina son importantes en cuanto al 

marco que fijan para la acción del legislador, lo cual es positivo; sin embargo 

conviene que, en futuras decisiones, la Sala supere la generalidad de sus 

elaboraciones en este terreno, pues más allá de precisar las reglas sobre la 

materia, al parecer está procediendo con criterio casuístico, lo que es entendible 

desde el punto de vista del ejercicio de la función jurisdiccional; pero no seria 

contradictorio con ella que los Magistrados Constitucionalistas explicaran un poco 

las reglas del ordenamiento constitucional, para determinar donde comienza y 

dónde termina una materia. 

C. Límites al Poder Ejecutivo 

Puesto que el Poder Ejecutivo no forma parte del eje temático de este 

trabajo, nos limitaremos a mencionar que una de las mayores inconformidades 

- 

' Resolución 35 15 de ocho horas cincuenta y siete minutos del 15 de julio de mil novecientos noventa y 
cuatro 



generadas han sido los efectos a consecuencia de la suspensión del acto 

administrativo, el cual obedece a los alcances que genera la interposición de un 

recurso de amparo. Esta situación se ha ido modificando con el transcurso del 

tiempo puesto que la Sala ha pasado de poner en ejecución una especie de 

automatismo en la suspensión, a tomar decisiones más pragmáticas que 

conducen a considerar la oportunidad de la suspensión del acto ante cada caso 

en particular. Resulta obvio que eso genera disconformidad en la administración; 

sin embargo, en cierto modo, es tarea de una jurisdicción constitucional ponerle 

limite al poder y defender los derechos de los administrados, parte débil de la 

relación de gobierno. 

D. Límites al Poder Judicial 

Este Poder no ha estado ajeno a los efectos de los diferentes fallos que la 

Sala Constitucional ha producido, por cuanto algunos juzgadores han estimado 

intromisión en su función jurisdiccional. Esto es consecuencia de que la Ley de la 

Jurisdicción Constitucional deja abierta la posibilidad de examinar algunas 

decisiones de los jueces. Sin embargo, opinamos que no es más que 

consecuencia de la especialidad y exclusividad de la jurisdicción constitucional 

que, con el correr del tiempo, ha ido adquiriendo un lugar preponderante como 

alternativa para defender los derechos vulnerados de los ciudadanos, aun en sede 

jurisdiccional. 

Sobre este particular el profesor Ortiz Ortiz ha dicho: 



Se puede hace justicia hoy contra jueces y resoluciones jurisdiccionales, por 
expresa disposición de ley, en cuestiones de hábeas corpus, aquellas en las 
que están amenazadas la libertad y la integridad física del hombre, por una 
arbitrariedad, aún si es la de un juez penal que sin ninguna base legal lo pone 
en prisión o amenaza su vida o su salud. Esto Último es casi imposible. Sin 
embargo, si se dan asiladamente casos en los que jueces penales, por ligereza 
y errores excesivos en la aplicación de la ley (...) De buena fe, el juez penal 
tambibn puede decretar detenciones arbitrarias. La vieja ley derogada obliga, a 
mantenerlas por el hecho de obedecer a la orden de un Juez Penal, sin 
permitirle al Juez Constitucional ir más allá. La nueva, mucho más humanitaria y 
liberal, autoriza a la Sala par verificar la justicia y la legalidad de la detención 
judicial así ordenada y (...) para deshacer lo que ha hecho el juez penal( ...) En 
un solo caso la Sala Cuarta ha hecho lo mismo con la sentencia de otro juez 
materia de amparo, donde la ley no la autoriza expresamente para hacerlo, No 
hay amparo contra actuaciones de un juez en el cumplimiento de su función de 
impartir justicia. Pero ocurrió que un Juez Civil revocó una sentencia firme 
dictada por bl lo que está prohibido constitucionalmente (...) La Sala Cuarta 
interpretó que aquel no había actuado como Juez (...) pues su función de tal 
había terminado en el caso con la firmeza del primer fallo (...) Llevó razón la 
Sala al hacerlo, en defensa del derecho constitucional a la justicia cumplida y a 
la cosa juzgada, sin la cual podrian reabrirse y volverse a fallar indefinida y 
perpetuamente juicios ya terminados por sentencia firme"' 

Como se puede inferir de la cita, el ciudadano común se encuentra a buen 

recaudo respecto de las posibles actuaciones y resoluciones del Poder Judicial, 

que puedan afectar derechos consagrados en la Constituci6n Política. 

E. Normas Pétreas: Una tema analizado en sede constitucional 

Es importante referirse a la discusión sobre las norma pétreas, que 

mantienen vigencia en el escenario político jurídico de nuestro país. Es tesis 

admitida que, aunque la Contiiución no lo diga, ciertas normas subyacen a ella 

y pueden descubrirse vía interpretación, mientras otras no pueden ser reformadas 

' Citado por Urcuyo Fournier Constantino, (1995) "La Sala Constitucional: necesarios límites al 
Poder".Revista Parlamentaria N"13 37.48. diciembre. 



por el poder constituyente derivado (órgano legislativo) en ciertos casos, ni por el 

poder constituyente originario en ott-os. Este tipo de normas se relacionan con los 

derechos humanos, la naturaleza del sistema político y el procedimiento de 

reforma de la Constitución y atañen a lo esencial de la organización de la 

Asamblea Legislativa. 

Sin caer en el grosero positivismo jurídico que le niega al juez y al jurista 

espacio para interpretar y descubrir normas de convivencia, la admisión de la 

existencia de este tipo de normas genera un potencial conflicto, pues los límites 

entre lo pétreo y lo que no lo es nunca quedan claramente definidos, lo cual 

representa graves inconvenientes para el legislador, el constituyente y el pueblo 

que, al suscribirse al principio de la división de poderes, ha querido que los 

legisladores legislen y lo jueces juzguen. 

Sobre este tema de las norma pétreas, la misma Sala no muestra una 

posición monolitica; segun la conformación de la Sala, su decisión puede 

inclinarse en un sentido o en otro. La resolución que anuló la reforma que 

impedía la reelección presidencial, introducida al artículo 132 de la Carta Magna, 

mediante Ley No 4349, de once de julio de mil novecientos sesenta y nueve, 

señaló lo siguiente: 

'El derecho de elección, como derecho político, tambi6n constituye un derecho 
humano de primer orden, y por ende, es un derecho fundamental. La reelecci6n 
tal y como se pudo constatar en el considerando V, estaba contemplada en la 
Constitución Política de 1949 y constituye una garantia del derecho de elección, 
pues permite al ciudadano tener la facultad de escoger, en una mayor amplitud de 



posibilidades, los gobernantes que estima convenientes. Por consigubnte, fue la 
voluntad popular a trahs de la Constituyente, la que dispuso que existiera la 
reelección presidencial, con el fin de garantizarse el pueblo el efectivo derecho de 
elección .... De todas las consideraciones insertas en esta sentencia, se deduce 
que la Asamblea Legislativa carece de competencia para hacer una reforma 
parcial que afecte derechos fundamentales y las decisiones políticas 
fundamentales, por el procedimiento establecido en el articulo 195 de la 
Constitución ~dí t ica .~ '  

Vemos cómo se ha introducido una limitación al poder reformador 

constitucional de la Asamblea Legislativa, al estimar contrario a la Norma de 

Normas fijar limitaciones a los derechos fundamentales no contenidos en la Carta 

Magna desde 1949. 

Por su parte, el voto de minoría que suscriben los Magistrados Mora Mora 

y Arguedas Ramirez indica: 

'...sostenemos que la ley que enmendó el inciso 1) del artículo 132 de la 
Constitución no es contraria a la Constitución, y que el legislador hizo empleo 
válido de la potestad de reforma parcial que le atribuye el articulo 195 de la 
Constitución. Pero la condusión a la que llegamos exige de nosotros, 
finalmente, reparar en un motivo de inconstitucionalidad del que no nos hemos 
ocupado hasta ahora, y de cuyo análisis los Magistrados que forman la mayoría 
manifiestan estar dispensados debido a la naturaleza de su decisión. Este 
motivo repite un tema que ya fue conocido por la Sala con ocasión de la 
sentencia No. 7818-00 del cinco de setiembre de 2000, a la que aludimos al 
comienzo; dice que la ley impugnada es inconstitucional porque durante el 
procedimiento legislativo mediante el que se dictó se excedió el plazo 
establecido en el inciso 3) del articulo 195 de la Constitución. Nuestro criterio a 
este respecto es el mismo que expresamos en la citada sentencia No. 781 8-00, 
especificamente en sus considerandos VI1 a XVI (todos ellos con redacción de 
los Magistrados Piza Escalante y Arguedas Ramirez, salvo el XIV, ..." 

' Resolución 2771 de once horas cuarenta minutos del cuatro de abril de dos mil tres. 



Resulta de lectura fácil precisar cómo una decisión de rango constitucional 

es favorable o desfavorable a una tesis, según el modo en que esta conformado el 

AltoTribunal. 

En nuestro caso particular, dudamos de la existencia de este tipo de 

normas intangibles en la Constitución Política costamcense, pues -como lo indica 

el mismo Lasalle- si ella es la suma de los factores de poder existentes en el seno 

de la sociedad, las fuerzas políticas hegemónicas son las que instituyen o 

determinan la existencia de tales nomas inmodificables, como una forma de 

perpetuar su statu quo. 

Sección II: Incidencia de la Sala Constitucional en la determinación del 
legislador 

La irrupción de la Sala Constitucional en el escenario de la política 

costarricense ha significado, sin duda, el establecimiento de limites claros al 

Poder Legislativo, frontera que, en el anterior sistema de justicia constitucional, 

nunca se había dibujado con la claridad de hoy en día. 

La Sala Constitucional ha funcionado durante más de tres quinquenios, 

lapso en que se han levantado, en su contra, voces para exigir reformas a su 

normativa de funcionamiento. Incluso, se ha llegado a señalarla como uno de 

los factores de la supuesta ingobernabilidad del país. 



Sin embargo, de igual manera, puede señalarse que se dispone de un 

amplio cuerpo jurisprudencial en el que se tratan y resuelven problemas claves 

que pueden servir de referencia a los legisladores, en el momento de dar 

respuesta a una situación que se les presente durante su ejercicio. 

A. La Sala Constitucional como legislador negativo 

La función legislativa es controlada en forma directa, por medio de la acción 

de inconstitucionalidad; indirectamente mediante los procedimientos de 

inconstitucionalidad contemplados en el articulo 96 de la Ley de la Jurisdicción 

En estas actuaciones, la Sala Constitucional influye en calidad de 

legislador negativo, conforme refiere Kelsen: 

1 ARTICULO 96. Por la vía de la consulta de constitucionalidad, la jurisdicción constitucional 
ejercerá la opinión consultiva previa sobre los proyectos legislativos, en los siguientes supuestos: 
a) Preceptivamente, cuando se trate de proyectos de reformas consatucionales, o de reformas a la 
presente ley, así como de los tendientes a la aprobación de convenios o tratados internacionales, 
inclusive las reservas hechas o propuestas a unos u otros. b) Respecto de cualesquiera otros 
proyectos de ley, de la aprobación legislativa de actos o contratos administrativos, o de reformas al 
Reglamento de Orden, Dirección y Disciplina Interior de la Asamblea Legislativa, cuando la 
consulta se presente por un número no menor de diez diputados. 
c) Cuando lo soliciten la Corte Suprema de Justicia, el Tribunal Supremo de Elecciones o la 
Contraloría General de la República, si se tratare de proyectos de ley o de mociones incorporadas 
a ellos, en c u y  tramitación, contenido o efectos estimaren como indebidamente ignorados, 
interpretados o aplicados los principios o normas relativos a su respectiva 
competencia constitucional. 
ch) Cuando lo solicite el Defensor de los Habitantes, por considerar que infringen derechos o 
libertades fundamentales reconocidos por la Constitución o los instrumentos internacionales de 
derechos humanos vigentes en la República. 



'...El Tribunal Constituciond, al aplicar la Constitución a un acto de 
producción legislativa y al proceder a la anulación de una norma 
inconstitucional, no produce, sino que anula una norma, rediza el acto 
contrario a la producción jurídica, es decir, que actúa wmo legislador 
negativo." 

Tal y como se apunta, la función del alto Tribunal Constitucional se refiere 

a la adecuación de la norma ordinaria con el contenido de la Carta Magna, 

mientras que al legislador le compete la confección de la normativa reguladora de 

la condiciones del ejercicio del derecho. Así, aunque la Sala Constitucional no 

crea directamente las normas, si colabora con el Ente Legislativo y, con mucha 

frecuencia, prefigura su opción. 

B. Control de los vicios del Procedimiento Legislativo 

Uno de los problemas importantes es la determinación, por medio de las 

resoluciones constitucionales, del vicio que permite fundamentar para que una ley 

sea inconstitucional. 

No hay problema en aceptar como tales el reconocimiento de los dos 

motivos de inconstitucionalidad más frecuentes: 

a) La inconstitucionalidad material, que consiste en la inadecuación o 

antagonismo entre el acto sometido a control, en nuestro caso una 

ley, y el contenido imperativo expresado en la norma constitucional. 



b) La inconstitucionalidad por defecto de competencia, que se produce 

cuando un órgano actúa excediéndose en sus atribuciones y con su 

actitud puede invadir funciones ajenas. 

Sin embargo, el tema adquiere matices menos simples cuando se trata de 

estudiar la posibilidad de que una ley sea inconstitucionalidad por vicios de forma, 

es decir, por defectos generados a lo largo del procedimiento de elaboración 

parlamentaria. Esta situación nos hace llegar al problema de la posibilidad de 

control de los actos interna corporis, que se refiere al rechazo de la revisión de 

los actos fuera de la sede parlamentaria. 

Sobre este particular, Kelsen ha expuesto con tino: 

'Dada la importancia extrema que tiene la anulación de una norma general y en 
particular de una ley, cabe preguntarse si no sería oportuno autorizar al Tribunal 
Constitucional a anular un acto por vicio de forma, es decir, por irregularidades en 
el procedimiento, únicamente si este vicio es particularmente importante, esencial, 
siendo mejor dejar a la entera libertad del Tribunal la apreciación de ese carácter, 
porque no es bueno que la Constitución trace por sí misma de forma general la 
dificilísima distinción entre vicios esenciales y no esenciales."' 

Esta situación ha ocasionado dificultades por cuanto puede conllevar el 

riesgo de transformar el control de constitucionalidad en un control de oportunidad 

política, situación incompatible con la naturaleza de la jurisdicción constitucional. 

Más aún, puede desembocar en el control de una metodología óptima, por no 

decir utópica, en la legislación, que le impondría al legislador una racionalidad 

1 Kelsen Hans. (1988) La Garantía Jurisdiccional de la Constitución, Escritos sobre la democracia y el 
socialismo, Madrid, págs. 143-144. 



controlable jurisdiccionalmente en la preparación y adopción de su decisión, 

similar a la que rige en el procedimiento administrativo. 

Dicha situación se ha presentado en resoluciones de la Sala Constitucional 

cuando desarrolló el principio de razonabilidad: 

"El principio de razonabilidad viene a exigir a las leyes un contenido razonable. 
Lo razonable se opone a lo arbitrario y remite a una pauta de justicia, con lo que 
se completa el principio de legalidad que es de forma- para componer uno solo, 
cuyo enunciado seria el siguiente: nadie puede ser obligado a hacer lo que la ley 
razonablemente no manda, ni privado de lo que la ley razonable no prohibe. 
Pero este principio no se detiene en fijar un contenido en las leyes. Es indudable 
que toda actividad del poder, en cualquiera de sus ámbitos y funciones, debe 
ejercerse siempre con un contenido razonabíe. EL CONTROL DE 
RAZONABILIDAD ES UNA FORMA DE CONTROLAR LA 
CONSTITUCIONALIDAD, PORQUE LO IRRAZONABLE ES 
INCONSTITUCIONAL (Lo destacado con negrita y lo escrito en mayúscula es 
del original)'. 

Se puede apreciar cómo la Sala Constitucional ha dado otro contenido a la 

ley: la razonabilidad, contenido que resultó nuevo y fue acogido en forma pacifica 

por los legisladores, para ser utilizado en futura legislación. Sin embargo, no 

cabe duda alguna de que resulta una injerencia en la formación de la ley. 

C. Actos lrnpugnables 

La doctrina ha establecido la existencia de actos internos y actos externos; 

los primeros operan dentro de la Asamblea, regulando las relaciones entre ella y 

sus propios miembros; los segundos, por su parte, despliegan efectos a lo externo 

' Resolución 3834 de las diecinueve horas treinta minutos del primero de diciembre de mil novecientos 
noventa y dos. 



de la Asamblea Legislativa, como sería el producto final que es la ley. Tanto los 

actos internos como los actos externos pueden ser llevados a la vía constitucional 

para su conocimiento. 

Sin embargo, los actos legislativos no solo son revisables en dicha vía 

pues también pueden ser valorados en la vías ordinarias como la vía laboral y la 

contencioso-administrativa, donde jueces ordinarios ejercen el control sobre la 

legalidad de los actos. 

D. Medio de impugnación en sede constitucional 

El ordenamiento jurídico ofrece vías precisas que permiten la impugnación 

de una norma, como resultado final del procedimiento legislativo que se ha visto 

viciado. 

En este sentido, el cauce procesal para la impugnación del producto 

legislativo por vicios de procedimiento es la accidn de inconstitucionalidad, 

contemplada en el articulo 73 de la Ley de la Jurisdicción ~onstitucional.' 

' DE LA ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD 
ARTICULO 73. Cabrá la acción de inconstitucionalidad: a) Contra las leyes y otras disposiciones generales, 
incluso las originadas en actos de sujetos privados, que infiinjan, por acción u omisión, alguna norma o 
principio constitucional. b) Contra los actos subjetivos de las autoridades públicas, cuando &jan, por 
acción u omisión, alguna norma o principio collstitucional, si no fueren susceptibles de los recursos de hábeas 
Corpus o de amparo c) Cuando en la formación de las leyes o acuerdos legislativos se viole algún requisito o 
trámite sustancial previsto en la Constitución o, en su caso, establecido en el Reglamento de Orden, Dirección 
y Disciplina Interior de la Asamblea Legislativa. ch) Cuando se apruebe una reforma constitucional con 
violación de normas constitucionales de procedimiento. d) Cuando alguna ley o disposición general idihja el 
articulo 7, pánafo primero, de la Constitución, por oponerse a un tratado pliblico o convenio internacional. e) 
Cuando en la suscripción, aprobación o ratificación de los convenios o tratados internacionales, o en su 
contenido o efectos se haya idiingido una norma o principio constitucional o, en su caso, del Reglamento de 



Como se advierte, el trámite en la elaboración de la ley resulta importante 

en grado tal que la violación de un requisito puede ser objeto de valoración 

mediante una acción de inconstitucionalidad que, de prosperar, puede decretar la 

nulidad de la norma. 

Los jueces constitucionales están legitimados para decretar, en resolución 

fundamentada, la constitucionalidad o inconstitucionalidad de la ley. Sin embargo 

cuando menos, merece citarse que algunos estudiosos consideran que un juez 

ordinario puede inaplicar una norma cuando resulta evidente que esta contraviene 

la Norma Suprema. Al menos, dejamos planteada esta idea dado que profundizar 

sobre tal particular no es objeto de este trabajo. 

E. Vicios que pueden se apreciados por la Sala Constitucional 

No parece que el grado en que los vicios afectan el procedimiento pueda 

valorarse con criterios generales; por tanto, es imprescindible recurrir a una 

valoración particular en cada caso. Esta situación obliga a conocer la gravedad y 

trascendencia del vicio, que deberá medirse en relación con los perjuicios 

ocasionados al principio democrático, tomando en cuenta el carácter instrumental 

del procedimiento legislativo respecto de él. Es preciso, por eso, diferenciar la 

naturaleza de los vicios de procedimiento que pueden afectar la ley. La existencia 

Orden, Dirección y Disciplina Interior de la Asamblea Legislativa. En este evento, la declaratoria se hará 
solamente para los efectos de que se interpreten y apliquen en annonía con la Constitución o, si su 
contradicción con ella resultare insalvable, se ordene su desaplicación con efectos g&es y se proceda a su 
denuncia. f) Contra ia inercia, las omisiones y las abstenciones de las autoridades públicas. 



de una presunción de constitucionalidad a favor del producto legislativo, demanda 

la determinación de vicios graves de carácter extraordinario, los cuales van a 

producir la nulidad radical de la ley; de igual modo, la existencia de otros vicios 

los cuales, pese a producirse, no necesariamente implican la invalidez de la 

norma. 

A pesar de lo general del principio democrático y de su imprecisión, el 

contenido esencial se sustenta en normas constitucionales y reglamentarias. La 

violación de las normas garantes de dicho principio producirá un vicio radical. La 

infracción de normas que garantizan la participación de los grupos representados 

en la Asamblea Legislativa, puede conllevar la anulación del producto final que es 

la ley. En su oportunidad, este vicio fue considerado por la Sala Constitucional al 

setialar: 

"La Sala no desconoce las potestades del Presidente de dirigir el debate, el que 
incluso puede rechazar mociones reiterativas o claramente improcedentes, pero 
no le está permitido adoptar medidas que, como la ahora impugnada, 
entorpecen la dial6ctica parlamentaria en un tema de tan marcada complejidad y 
trascendencia. En consecuencia, esta forma de llevar adelante el trámite del 
segundo paquete de mociones vía articulo 137, que fue sin duda atropellado, 
irrazonable, impeditivo de una adecuada discusión de las muchas mociones 
formuladas, la Sala estima que, con la resolución de nueve de agosto de dos mil 
cuatro, se incurrió en un vicio esencial del procedimiento parlamentario."' 

Resulta claro, por la cita, que se presentan vicios que necesariamente son 

de magnitud distinta. En el caso expuesto, se manifiesta cómo una decisión 

1 Resolución 367 1 de las catorce horas con treinta minutos del veintidós de mano de dos mil seis. 



tomada por el presidente legisiativo puede acarrear consecuencias relevantes 

hasta el punto de conllevar la nulidad de una serie de actos parlamentarios. 

Contrariamente, cabe mencionar la existencia de otros vicios de 

procedimiento que, aun cuando pueden vulnerar principios de rigidez como el de 

reforma constitucional, no son tan significativos como para producir la nulidad del 

trámite parlamentario La Sala Constitucional también valoró esta situación: 

'Este tribunal, con apoyo en las consideraciones que anteceden, arriba a la 
conclusión de que el vicio que se atribuye a la reforma del inciso lo del 
artículo 132 de la Constitución, consistente en que la Comisión 
dictaminadora de la proposición de reforma no rindió su dictamen en el 
plazo de ocho días, según lo prescrito para la época por el artículo 195 
inciso lo, no tiene carácter de sustancial -o esencial-, y, por ende, no 
invalida la reforma ni afecta la competencia de la Asamblea Legislativa 
como Poder Reformador de la ~onstitución.' 

El anterior es un ejemplo transparente que el Tribunal Constitucional realiza 

valoraciones que trascienden lo jurídico. 

Sección III: Desempeño político de la Sala Constitucional 

La importancia de esta Sección radica en que, pese a que el alto Tribunal 

Constitucional está conformado como una Sala especializada, encargada de 

declarar la inconstitucionalidad de las normas, no se ha limitado a esta atribución 

porque ha ido más allá y, con sus resoluciones, ha tomado un papel protagónico. 

Se advertirá cómo su competencia ha trascendido hasta enrumbar las decisiones 

- --- 

' Resolución 78 18 de dieciséis horas cuarenta y cinco minutos del cinco de setiembre de dos mil. 



correspondientes a los legisladores, únicos encargados por disposición 

constitucional de aprobar o improbar las leyes. 

A. Invasión del campo reservado al legislador 

A lo largo de este trabajo, hemos delimitado el contenido de lo preceptuado 

en el articulo 105 de la Norma Suprema, donde designa que el pueblo delega en 

la Asamblea Legislativa la facultad de legislar. Esta determinación les 

corresponde, en forma exclusiva, a los legisladores, quienes, con criterios de 

oportunidad y conveniencia, diseñan la normativa que estimen pertinente para 

dar solución a los requerimientos sociales que la demanden. 

No obstante, la Sala Constitucional ha invadido este campo de acción al 

indicarle al legislador cuándo debe formular una reforma de carácter 

'Por eso la reforma constitucional debe ser utilizada sólo en aquellos casos 
en que se produzca un desfase profundo entre los valores subyacentes de 
la sociedad y los recogidos en el texto constitucional, o bien cuando 
aparezcan nuevas circunstancias que hagan necesaria la regulación de 
determinadas materia no contempladas expresamente por el constituyente y 
que no pueden derivarse de sus principios."' 

La oportunidad y determinación de cuándo se debe emplear este 

instrumento de reforma constitucional están reservadas Únicamente al legislador 

y no les compete, de modo alguno, a los magistrados expresar este tipo de 

' Resolución 678 de las catorce horas y dieciséis minutos del veinte de marzo de mil novecientos noventa y 
uno 



recomendación. Resulta obvio el problema suscitado por una situación como la 

expuesta, dado que no es fácil determinar hasta dónde puede llegar la Sala en 

sus interpretaciones constitucionales, en el ejercicio del control constitucional. 

Al interpretar la Carta Fundamental respecto a las competencias de otros 

órganos o entes públicos, el &gano Constitucional debe abstenerse de emitir 

criterios que interfieran, indebidamente, en la competencia de otros órganos o 

entes. En particular, debe poner atención especial cuando se refiera a campos 

que pueden comprender tanto lo jurídico como lo político. 

B. Entre lo  político y lo jurídico 

La Sala despliega una actividad matizada tanto de aspectos jurídicos como 

políticos; en consecuencia, recurre a instrumentos jurídicos para moderar la 

actividad política del Estado. El procedimiento empleado, sus razonamientos y 

metodologia, los conceptos empleados, sus definiciones elaboradas, forman parte 

de un quehacer jurisdiccional distinto del político y también diferente de los 

tribunales ordinarios. Trata cuestiones políticas con aplicación de las normas 

jurídicas que son llevadas al ámbito jurisdiccional. Existe un clima de análisis 

jurisdiccional de la cuestión política, que la diferencia de los órganos políticos 

Ejecutivo y Legislativo, así como de los demás órganos jurisdiccionales. 

La Sala Constitucional se ha constituido en un órgano que surge de la 

propia Norma Fundamental para interpretarla e integrarla, como su guardiana 



suprema, garantiza su supremacía, controla los actos políticos, los confronta con 

la Constitución y les exige un contenido razonable, so pena de anularlos por 

inconstitucionales. Su acción limita la conducta de los poderes públicos, 

instaurada por la Carta Magna. Este limite se ha ampliado al abarcar la 

razonabilidad del contenido de la ley como objeto de control. 

La Sala se concibe como un órgano, con una función suprema, que domina 

el entorno politico y estatal. Su fuerza radica en el control del respeto a la Norma 

Suprema y la razonabilidad de los poderes públicos. Ese respeto por la Carta 

Magna y la guía indicada por la misma Sala -la proporcionalidad- han de ser el 

eje de rotación e inspiración para controlar a los demás órganos públicos. 

Asimismo, deben ser el hilo conductor de su propia acción para que, con la 

prudencia, serenidad y dosificación proporcional de los valores que defiende y 

hace cumplir, desempeñe adecuadamente el papel que le confiere la propia 

Constitución Política. 

CAPITULO SEGUNM): INCONVENIENCIA DE ELEVAR EL PRINCIPIO DE 
CONEXIDAD A RANGO CONSTITUCIONAL 

Resulta valioso para este capitulo partir del concepto ya expuesto de que 

el derecho de enmiendaanexidad lo ejerce solamente el legislador, por ser quien 

cuenta con la legitimación para llevar a cabo este acto, aun cuando existan otros 

sujetos con capacidad de iniciativa legislativa. 



En esta sección, se sopesa la importancia de elevar o no este principio a 

nivel constitucional; se analizan el significado y los alcances del tema objeto del 

proyecto de ley; se conoce de la existencia de dos paises que llevaron a rango 

constitucional este principio y se examina el papel protagónico de la Sala 

Constitucional, cuyas sentencias han ido perfilando el concepto de conexidad sin 

necesidad de otorgarle el carácter mencionado. 

Sección 1: Rango normativo de la enmienda 

Este punto en particular no es unívoco. Algunos juristas, por ejemplo el Dr. 

Hugo Alfonso Muñoz Quesada y Dra. Elena Fallas Vega, valoran como 

inconveniente que el principio de conexidad sea elevado a rango constitucional; 

otros opinan que debe ser reducido a un nivel reglamentario y, para sostener este 

criterio, argumentan que la Constitución debe ser un cuerpo normativo general y 

abstracto; además, convertirlo en norma constitucional volvería demasiado rígida 

la Carta Magna. 

El Dr. Hugo Alfonso Muñoz ~uesada' conceptúa este principio como un 

problema de congruencia entre el proyecto propuesto y las enmiendas por 

considerar; en consecuencia, elevarlo a norma crearía un autocontrol que incidiría 

sobre la producción legislativa venida a menos por el exceso en los controles. 

Cree conveniente mantener el control actual, es decir, que la Sala Constitucional 

- - 

' Entrevista con el Dr. Hugo A. Muñoz Quesada, profesor de la Facultad de Derecho de la Universidad de 
Costa Rica, el 28 de agosto del 2007. 



ejerza un papel fiscalizador sobre el procedimiento legislativo, mantenga el 

principio de conexidad, o sea, la relación entre el proyecto por modificar y la 

enmienda propuesta, y precise los excesos que puedan cometerse; en otras 

palabras, como ha procedido hasta el momento. Se comparte este criterio a pesar 

de que la inclusión del principio de conexidad en una norma reglamentaria 

posibilitaría su inaplicación cuando se ha empleado la práctica conocida como es 

inaplicar el principio universal de la "inderogabilidad singular", acción que permite 

dejar sin efecto el Reglamento en caso concreto, amparados los legisladores en 

que el Reglamento puede ser reformado por mayoría calificada. 

La Dra. Elena Fallas vega', por su parte, opina que el tratamiento temático 

de la ley debe ser instituido como principio general regido por la Constitución, en 

aras de su flexibilidad y ajuste a los tiempos. 

Shirley Sánchez y Ana Victoria Sánchez * propugnan que este principio sea 

elevado a rango constitucional porque: 

"Garantiza al proponente del proyecto su pureza, es decir que las materias 

que él intenta regular sean las que en Última instancia terminen por regularse y 

que no se aproveche la mayor viabilidad de su proyecto (o la urgencia de este) 

para lograr la soslayada aprobación de otras materias que no tienen relación con 

la principal." 

1 Entrevista con la Dra. Elena Fallas Vega, directora de la divisi6n legislativa de la Asamblea Legislativa el 
29 de agosto de 2007. 
* Shirley Sánchez Garita y Ana Victoria Sánchez Villalobos, Unitariedad temática de la ley en el derecho 
constitucional costamcense. Tesis de grado. Facultad de Derecho, 199 1, página 172. 



El hecho de elevar el principio al rango propuesto no impide que se 

violenten este y otros principios. Las disposiciones de orden constitucional no 

deben ser rígidas, más bien, han de ser principios que permitan, conforme a una 

sana interpretación, adecuarlos a los tiempos. Aceptar la propuesta de la tesis 

anterior significaría otra camisa de fuerza para el legislador, por cuanto le 

impediría avanzar en una sana interpretación que, en el futuro, podría requerirse 

para regular un tema específico. 

A. Constitución Política de Chile y de Grecia 

Se ha pensado oportuno tener como referencia el artículo 66 de la 

Constitución Política de Chile, el cual establece la necesidad de que exista 

relación entre las matrices del proyecto de ley, aspecto que en el medio 

costarricense no está regulado por norma alguna. 

Artículo 66. Todo proyecto puede ser objeto de adiciones o correcciones en los 
trámites que corresponda, tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado; 
pero en ningún caso se admitirán las que no tengan relación directa con las ideas 
matrices o fundamentales del proyecto. 

Aprobado un proyecto en la Cámara de su origen. pasará inmediatamente a la otra 
para su discusión". 

En igual sentido, el artículo 74, inciso 5) de la Constitución de la República 

de Grecia, se refiere a la obligatoria relación de la enmienda con el proyecto: 

5). No podrá ser sometido a debate proyecto o proposición de ley alguno que 
contenga disposiciones sin relación con su objeto principal. No se someterá a 
discusión ninguna disposición adicional o enmienda si no tuviera relación con el 



objeto principal del proyecto o de la proposición de ley. En caso de discrepancia 
corresponde a la Cámara pronunciarse sobre el caso". 

En el medio costarricense, debe existir conexidad entre la enmienda del 

proyecto y la iniciativa original. 

B. Derecho de enmienda 

El derecho de enmienda es relevante dentro del procedimiento de 

formación de la ley, como se pretende demostrar en las líneas siguientes de este 

trabajo. Primero, es preciso mencionar de nuevo que el articulo 105 de la 

Constitución Política costarricense le reconoce taxativamente a la Asamblea 

Legislativa la representación popular y el ejercicio de la potestad legislativa. Esta 

declaración constitucional, sobre la que se cimienta el régimen democrático, 

supone: 

a. El reconocimiento indiscutible de que la Asamblea Legislativa, en su 

ejercicio ordinario, es la depositaria de la potestad legislativa. 

b. La primacía de ley, en cuanto expresión de la voluntad soberana del 

pueblo representado en la Asamblea Legislativa, sometida 

Únicamente a la supremacía de la Constitución. 

El proceso ordinario de la elaboración de las leyes es iniciativa de la 

Asamblea Legislativa, que comparte con el Poder Ejecutivo y el pueblo, con un 

instituto de reciente aprobación y regulación como es el referendo. 



C. Significado general de la potestad de enmienda 

Como potestad exclusiva del legislador, la enmienda permite que una 

mayoría de diputados supla las omisiones o aclare los alcances de un proyecto de 

ley. Para los parlamentarios de oposición, representa un instrumento que les 

autoriza la participación en la actividad legislativa, al proponer alternativas o 

nuevos enfoques de la materia objeto de legislación. 

Se estudia la limitación, de carhcter procedimental, de la libertad del 

legislador, durante el desarrollo de la formación de su voluntad en sede 

legislativa. 

Un rasgo característico del régimen parlamentario se lo confiere la potestad 

del Poder Legislativo no sólo para aprobar las leyes, sino también para reformar 

iniciativas de ley. En tal sentido, el articulo 123 de la Constitución Política 

dispone: 

'Durante las sesiones ordinarias, la iniciativa en la formación de las leyes 
corresponde a cualquiera de los miembros de la Asamblea Legislativa y del Poder 
Ejecutivo, por medio de los ministros de gobierno". 

Este principio, mencionado con anterioridad, se ha mantenido en forma 

continua, aunque la realidad presente ha ubicado la iniciativa legislativa 

parlamentaria en un lugar secundario en relación con la iniciativa gubernamental 

por razones harto conocidas, ajenas al propósito de este trabajo, pero que pueden 

ser objeto de estudio en otros posteriores. 



Se parte de la premisa de que, en los regimenes parlamentarios actuales, la 

iniciativa legislativa "latu sensu" está prácticamente monopolizada por el Poder 

Ejecutivo, dada la inmensa complejidad que entrañan los aspectos económicos y 

financieros de la vida social así como la función preeminente del Poder Ejecutivo 

como director de la política interior y exterior, la administración civil y la defensa 

del Estado, según lo consagrado en los artículos 139 y 140 de la Constitución 

Política: 

"Articulo 139. Son deberes y atribuciones exclusivos de quien ejerce la 
Presidencia de la República: 

3) Ejercer el mando supremo de la fuerza pública; 
Artículo 140. Son deberes y atribuciones que corresponden conjuntamente al 
presidente y al respectivo Ministro de Gobierno 

12) Dirigir las relaciones internacionales de la República; 
14) Convocar a la Asamblea Legislativa a sesiones ordinarias y extraordinarias 

m ... 

En la medida en que la iniciativa parlamentaria ha sido mermada por las 

razones antes citadas, paulatinamente se han desarrollado las denominadas 

enmiendas, para usar el concepto técnico-jurídico recogido por la legislación 

española. 



D. Efectos de la enmienda 

El tratadista B. ~aufumé' atribuye, al derecho de enmienda, eficacia 

legislativa, por su capacidad para modificar la redacción y el contenido del texto 

enmendado; eficacia wlitica, en la medida en que contribuye a modelar la 

relación entre los Poderes y eficacia sistemática, por el papel de la enmienda en el 

proceso de conversión de las demandas de los ciudadanos en decisiones 

políticas. 

El derecho de enmienda aparece como una prerrogativa igual que la 

proposición de origen legislativo. Coincide también con esta facultad en que la 

enmienda persigue someter al examen de la Asamblea (Plenario, Comisiones con 

potestad plena y Comisiones permanentes ordinarias) un determinado texto sobre 

el cual tendrá que deliberar y resolver ya sea aceptándolo o rechazándolo total o 

parcialmente. En Último término, el derecho de enmienda descansa en la 

potestad de iniciativa legislativa de las asambleas y en la libertad de expresión de 

la cual gozan frente al Poder Ejecutivo. 

Ni en la Constitución Política ni en el Reglamento de la Asamblea 

Legislativa es posible observar disposición alguna que defina los criterios de lo 

que debe entenderse como los alcances del concepto de enmienda, en una 

adecuada técnica legislativa. 

' Citado en Arce Jaraniz Alberto, El derecho de enmienda visto por e l  Tribunal Constitucional, en Revista 
EspaiIola de Derecho Constitucional, año 14, número 4 1, Centro de Estudios Constitucionales Mayo-Agosto 
1994. 



F. Regulación normativa de la enmienda 

No puede afirmarse la existencia de alguna normativa que enmarque los 

limites para presentar enmiendas ni de su contenido. Sus alcances y regulación 

han sido dados por las diferentes y reiteradas resoluciones dictadas por la Sala 

Constitucional, cuyos contenidos han ido perfilando una enmienda que respete el 

principio de conexidad, hasta donde puede considerarse ajustada al Reglamento y 

la Constitución Política, como puede observarse en el voto transcrito a 

'...debe tenerse en cuenta, que la inclusión de modificaciones a un proyecto de 
Ley, por vía de moción de fondo, debe, en buena técnica legislativa, limitarse a 
cambiar el sentido o las consecuencias de ciertas disposiciones, y nunca a la 
introducción de temas novedosos y desconocidos para los diputados que 
intervienen en la dinámica legislativa, por cuanto ello implicaría la desnaturalización 
del t rh i te  legislativo y la utilimcidn de las figuras de la "moción de fondo" para -en 
realidad- provocar la discusión de un verdadero "nuevo proyecton. Para la inclusión 
de nuevos textos, deben seguirse, rigurosamente, los trámites establecidos en el 
artículo 124 de la Constitución Política, así como en el Reglamento de la Asamblea 
Legislativa, en especial en lo que se refiere a la iniciativa de la propuesta y a su 
publicación en el Diario Ofiial "La Gacetan. En cuanto al primer aspecto, lo 
referente a la iniciativa en la formacidn de la ley, resulta de la mayor importancia en 
este caso, pues el texto introducido por la vía de moción de fondo desconoce que 
en principio, en el período de sesiones extraordinarias,. solamente el Poder 
Ejecutivo está facultado para la presentación de proyectos de ley. En caso de 
inclusidn por vía de moción de un texto que pueda ser considerado innovador, en 
el sentido que acaba de ser explicado, se entiende que ha existido exceso en la 
facultad de enmienda con que cuentan los diputados, produciendo la 
inconstitucionalidad de dicha adición. En este sentido, la Sala comprueba que 
la inclusión hecha del Capitulo III sobre Radiodifusidn al Titulo III del Libro IV del 
proyecto de ley, significó el tratamiento de un tema inicialmente no contemplado 
en la iniciativa original, publicada en el Diario Oficial "La Gaceta". Lo anterior lleva 
a este tribunal a considerar que dicha inclusión implicd un exceso en la 
facultad de enmienda, que invalidó dicha adición por las razones ya dichas. 
Por otra parte, y se ha seiblado que la proyeccidn del trabajo legislativo hace 
parte del debido proceso legislativo garantizado por la Constitucidn Política 
(numeral 117 de la Carta Política); y la inclusión de esta nueva normativa, además 
de un exceso en la facultad de enmienda, origind que el texto publicado no 
guardara relacidn con el finalmente aprobado en primer debate. La Sala considera 

Resolucibn 3220 de la diez horas treinta minutos del dieciocho de abril del dos mil 



que se trata de un vicio sustancial del procedimiento legislativo el que se haya 
omitido cumplir el obligado trámite de difusión y publicación de esas normas". 

Como puede advertirse con absoluta claridad, en esta sede jurisprudencia1 

se precisan elementos no contemplados en normativa alguna que deba acatar el 

legislador, en el momento de presentar mociones para modificar un proyecto de 

ley. Este derrotero ahorma o estructura lo que debe entenderse por una 

enmienda conexa. Sin embargo, caso por caso, la Sala Constitucional valora y 

determina su ajuste al procedimiento legislativo y la adecuada técnica legislativa. 

Se hace la salvedad en cuanto a la materia presupuestaria, regulada por la 

Constitución Política en el artículo 121, incisos 1 y 1 A ,  que restringen la potestad 

presupuestaria al Poder Ejecutivo. Esta competencia se advierte en la resolución 

dictada por la Sala Constitucional, en el voto 121-1989: "No puede en 

consecuencia, el Poder Legislativo bajo la potestad presupuestaria que se apunta, 

regular materias de diferente naturaleza o contenido a esta especialidad". 

El derecho de enmienda es una potestad reconocida reglamentariamente, 

sin que sea un poder abstracto y omnímodo como la iniciativa directa (el proyecto 

de ley), ni una propuesta legislativa independiente como el proyecto; se trata de 

una facultad concedida por las normas constitucionales o parlamentarias a los 

legisladores. De ahí que la finalidad de la enmienda sea presentar, a la Asamblea, 

una negativa absoluta a la tramitación de la iniciativa de ley presentada o bien una 

alternativa de cambio o supresión total o parcial de aquella. 



G. Características de  la enmienda 

En la doctrina española, se mencionan tres características que configuran 

la enmienda como instituto básico del quehacer legislativo: "En primer término, la 

enmienda tiene un carácter vicarial y subordinado con respecto a la proposición y 

al proyecto, no existe enmienda posible sin previa presentación de un proyecto o 

proposición de ley; estos últimos son, por tanto, los presupuestos legitimadores del 

ejercicio del derecho de enmienda. 

La segunda nota especifica de la enmienda viene dada por su carácter 

incidental, se trata de presentar una cuestión ligada a la iniciativa legislativa 

principal cuya solución aceptación de la enmienda puede influir parcial o 

totalmente en la suerte de la iniciativa principal exteriorizada en una proposición o 

un proyecto. 

La tercera nota individualizadora de la enmienda viene dada porque se 

trata de un acto indirecto y puntual con respecto a la proposición o al proyecto de 

ley, la enmienda es, en general, el camino normal para la modificación del texto 

legislativo presentado para el estudio y elaboración de la Cámara, y precedido por 

su carácter puntual y concreto, la enmienda se revela como instrumento idóneo 

para resolver por vía suplementaria adición y10 supresión) las deficiencias y 

lagunas que arrastre el texto legislativo objeto de debate"' 

1 Citado en Arce Jaraniz Alberto. El derecho de enmienda visto por el Tribunal Constitucional, en Revista 
Española de Derecho Constitucional, año 14, númem 41, Centro de Estudios Constitucionales Mayo-Agosto 
1994. 



Todo lo anterior permite afirmar que, al producirse la enmienda en la fase 

constitutiva del procedimiento legislativo, se correría el peligro de que 

incorporarla sin sujeción al orden público constitucional y padamentario pudiera 

ser finalmente adaptada a la iniciativa legislativa principal a contrapelo del 

ordenamiento. Esta situación puede desembocar en la nulidad o declaratoria de 

inconstitucionalidad de la normativa que no se enmarca dentro de lo aludido. 

Por lo dicho, la fase de control previo de la enmienda toma especial 

significado al conectarse con el procedimiento legislativo. Una vez determinada la 

importancia de este control, conviene examinar separadamente, por una parte, los 

requisitos formales y materiales de las enmiendas y, por otra, el alcance que debe 

dhrsele a la fiscalización previa del derecho de enmienda, en qué medida podria 

incidir esta limitación sobre la libertad del legislador. 

H. Enmienda y principio de seguridad jurídica 

Uno de los principios que la Sala Constitucional controla con gran celo para 

dar cumplimiento al principio de seguridad jurídica, es el de publicidad de los 

proyectos y las leyes. Con él, protege los intereses del ciudadano por cuanto le 

permite estar informado y le brinda la oportunidad de manifestarse en algún 

sentido. 

No resulta jurídicamente válido omitir este requisito pues se puede incunir 

en un vicio de carácter procedimental que puede acarrear abrogación de la ley 

por resolución constiucional. En la resolución 2006-1 5486 de las diecisiete horas 



y siete minutos del veinticinco de octubre del dos mil seis, se pone de manifiesto 

cuán importante resulta, en la etapa de modificación de un proyecto de ley, darle 

publicidad a b que se enmienda. La inobservancia del principio de publicidad 

puede llevar a la nulidad de los procedimientos. Dicha resolución señala: 

"VIII.- Del principio esencial de la publicidad.- Otro principio esencial en el 
procedimiento de formaci6n de las leyes, es el de publicidad, en el tanto garantiza 
un amplio debate que facilita el contacto con la opini6n pública en general y, en 
particular, con quienes pudieran tener interés, por razón de sus actividades, en 
conocer y hasta participar en la deliberación del asunto, o, igualmente, la 
posibilidad de escuchar a órganos públicos, en este caso, por ejemplo, las 
municipalidades, el Ministerio de Obras Públicas y Transportes o la Defensoria de 
los Habitantes. Al respecto este Tribunal ha señalado que la publicidad de los 
procedimientos parlamentarios, resulta además esencial dado el carácter 
representativo de la comundad nacional que ostenta la Asamblea Legislativa, 
siendo que la soberanía reside en el pueblo y los diputados solamente son sus 
representantes, según lo dispone el articulo 105 constitucional (En tal sentido ver 
sentencia 2000-03220 de las diez horas con treinta minutos del dieciocho de abril 
del dos mil, y la 2006-009567 de las dieciséis horas diez minutos del cinco de julio 
del dos mil seis). Aprecia la Sala, que el texto publicado en La Gaceta NO165 del 
24 de agosto del 2004, y el lo de setiembre del 2004, es el proyecto originalmente 
presentado por el entonces Diputado Carlos Avendaño, el cual fue consultado al 
Ministerio de Obras Públicas y Transportes, a la Defensoria de los Habitantes, a la 
Procuraduría General de la República, al Ministerio de Gobernacidn, Policía y 
Seguridad Pública, y a todas las Municipalidades del país. Posteriormente, el texto 
sustitutivo -aprobado por la Comisión Permanente de Gobierno y Administración el 
19 de abril del 2005, también fue puesto en conocimiento de estos; sin embargo, 
no consta su publicación en el Diario Oficial La Gaceta de previo a su aprobación 
en primer debate, como lo señalan los y las diputadas consultantes. Sin lugar a 
dudas, el principio de publicidad constituye un aspecto esencial en el 
procedimiento parlamentario, y su omisi6n acarrea un vicio de inconstitucionalidad 
sobre el procedimiento legislativo, según se explicó anteriormente. Su 
cumplimiento garantiza un amplio debate al facilitar el contacto con la opinión 
pública en general con quienes puedan tener interés en conocer, opinar e incidir en 
el asunto tratado. Asimismo, el respeto a dicho principio resulta imperativo, en 
virtud del carácter representativo de la comunidad nacional que ostenta la 
Asamblea Legislativa, según lo dispuesto en el numeral 105 de la Constitución 
Política. Dado que el texto propuesto contiene modificaciones sustanciales 
sobre el proyecto de ley propuesto originalmente, la Sala estima que la 
Asamblea Legislativa debió publicar el nuevo articulado, de previo a su 
aprobación en primer debate; sin embargo, al incurrir en dicha omisión se 
violentó el principio de publicidad de los procedimientos parlamentarios, y 
por ello, el procedimiento de aprobación del proyecto de ley consultado resulta 
inconstitucional, y debe ser anulado, retrotrayéndolo hasta la aprobad¡ del texto 
sustitutivo por la Comisión Permanente de Gobierno y Administración." (Lo 
destacado en negrita no pertenece al original). 



El texto transcrito revela con suma transparencia que un texto de ley 

modificado sustancialmente debe ser publicado de nuevo. Esta disposición, sin 

duda alguna, brinda seguridad jurídica al ciudadano y evita la pérdida de identidad 

del proyecto de ley original. 

Sección II: Conveniencia de mantener la conexidad como principio sin 
necesidad de plasmarlo en norma escrita. 

Con el fin de sustentar la tesis de la conveniencia en mantener el sistema 

tal y como está en la actualidad, esto es que la Sala Constitucional continúe 

ejerciendo el control por medio de consultas legislativas, sean preceptivas o 

facultativas, y de acciones de inconstitucionalidad, señalaremos las disposiciones 

reglamentarias, en las cuales no se cita, en forma expresa, el principio de 

conexidad; sin embargo, su aplicación y práctica han sido bastante aceptables en 

la dinámica parlamentaria. También se explicita cómo el Departamento de 

Servicios Técnicos de la Asamblea Legislativa, ha sabido interpretar el principio de 

conexidad y lo ha difundido en las diferentes consultas que se le han formulado. 

A: Normas reglamentarias sobre enmienda 

La potestad de enmienda de la Asamblea Legislativa en Costa Rica, se 

contempla en los artículos 2, inciso 8, 3,123, 124 y 137 del Reglamento de la 

Asamblea Legislativa. Tales disposiciones se refieren a la institución 

parlamentaria de la 'mociónw, instrumento empleado para modificar el contenido 



de un proyecto de ley. La moción puede ser presentada por cualquier diputado, 

en Comisión, antes de ser votado el proyecto', esto es, sin haber sido 

dictaminado en esta. Y en el Plenario Legislativo o en Comisión Legislativa Plena 

antes de ser votado dentro del plazo conferido al efecto por el articulo 137 del 

~eglamento~, es decir no requiere la autorización del gestor del proyecto. 

B. Reglamento de la Asamblea Legislativa 

El Derecho Parlamentario adquiere importancia en razón de su campo de 

aplicación o especifícidad puesto que alguna parte de la doctrina manifiesta 

preocupación al insistir en ubicarlo dentro de la jerarquización de las normas. No 

tiene sentido pretender determinar si el Derecho Parlamentario es o no una ley 

material, tan solo para efectos de ubicarlo en la consabida pirámide kelseniana. 

Sin embargo, esta ubicación jerárquica pierde razón de ser al remitirse al campo 

de aplicación o materia objeto de regulación, donde la competencia se le asigna al 

Poder Legislativo por disposición constitucional. 

El autor Martinez-Elipe asegura que los reglamentos legislativos "No podrán 

calificarse de leyes formales, pero no puede negarse su eficacia legal dentro del 

ámbito de su especial competert~ia."~ 

En la norma del Derecho Parlamentario, pese a su ubicación restringida, la 

eficacia de la norma parlamentaria se circunscribe a un ámbito notablemente 

' Articulo 124 del Reglamento de la Asamblea Legislativa. 
Articulo 137 del Reglamento de la Asamblea Legislativa. 
' Mahez-Elipe, León. Introducción al Derecho Parlamentario. Editorial Aranzandi. Pamplona. 1999. 



mucho más pequeño. Sin embargo, su observancia resulta tan obligatoria como 

el respeto a la ley. Puede afirmarse que su aplicación es una condición 

indispensable para otorgarle validez de norma legal. 

En relación con este tema, la Sala Constitucional cita el Reglamento de la 

Asamblea Legislativa como el que: 

"...Actualmente, es pacifica tesis que señala que el Reglamento de la Asamblea 
Legislativa integra el parámetro constitucional, por lo que el incumplimiento de 
sus normas, cuando establezca tramites sustanciales en el procedimiento de 
formación de las leyes y otros acuerdos legislativos, constituye sin duda un vicio 
invalidante de la norma o el acto respectivo. ir 1 

Las normas reglamentarias están subordinadas a la Constitución, pero no a 

ley alguna. Esta jerarquía pierde interés ante la competencia que se les asigna a 

las disposiciones contenidas en el Reglamento de la Asamblea Legislativa. 

Este cuerpo normativo es el conjunto de disposiciones estructuradas en 

orden lógico y sistemático, que regulan el proceso para que la norma legal surja a 

la vida jurídica. Su observancia es requisito para considerar válida la norma pues 

ha sido objeto de análisis y reflexión por parte del ente emisor, para dar un 

resultado final que será tomado como norma jurídica. 

C. Contenido de la enmienda 

El contenido de la enmienda es un tema de importancia capital porque el 

legislador no cuenta con libertad absoluta para variar, por vía de moción, el 

Resolución 7675 de catorce horas y treinta minutos del catorce de noviembre de mil novecientos noventa y 
siete, en igual sentido resolución 4262 de dieciséis horas treinta y seis minutos del veintidós de julio de mil 
novecientos noventa y siete 



contendido o espíritu de un proyecto de ley que pretende regular una materia 

definida. Resulta atinente transcribir la resolución del alto Tribunal Constitucional: 

'IV. La Sala coincide, en general, con esas objeciones, ya que, aunque por la vla 
prevista en los artículos 41 y 43 del Reglamento Legislativo, es posible introducir 
las necesarias para modificar o complementar un proyecto de ley, debe 
entenderse siempre dentro de su mismo objeto y sentido, sin utilizarse como 
medio pan escamotear lo dispuesto en los artículos 121 inciso 1) y 124 de la 
Constitución Política, por la alteración sustancial de un proyecto de ley 
aiíadi6ndosele disposiciones relativas a materia diferentes de las que fueron 
objeto de la iniciativa original, las cuales deben serlo de una iniciativa diferente, 
mediante un nuevo proyecto de ley que se tramite con rigurosa aplicación de todo 
el procedimiento legislativo. ' (Lo destacado en negrita no es del original). 

La modificación de un proyecto de ley debe guardar relación con el objeto y 

sentido de la iniciativa; por eso, no pueden incluirse materias diferentes de las del 

texto inicial. Esto es lo que la doctrina ha llamado conexidad con el proyecto, la 

cual debe ser razonable, o sea, no puede desnaturalizar el procedimiento 

legislativo. 

Este derecho de enmienda del que gozan los legisladores depende de 

asuntos de diversa índole como el periodo de sesiones en que se encuentran 

(ordinario o extraordinario), la naturaleza del proyecto (reforma constitucional o 

legislación ordinaria), el proponente (Poder Ejecutivo o legisladores, 

especialmente si se trata de materia presupuestaria) y la etapa procesal (trámite 

del expediente, comisión, plenario, mociones vla 137). 

Por supuesto, los legisladores pueden "incorporar" los contenidos de un 

proyecto en otro con apego a los límites establecidos por el derecho de iniciativa 

l Resolución 786 de las quince horas dieciocho minutos del ocho de febrero de mil novecientos noventa y 
cuatro 



del texto receptor. Es decir, pueden incluir nuevos contenidos en un proyecto; no 

obstante, deben respetar la conexidad para que respondan a la motivación original 

del texto receptor. De lo contrario, estarían aprovechando el estado procedimental 

de una iniciativa anterior (ya avanzada) para proponer un proyecto distinto, 

situación que teñiría de inconstitucional el procedimiento empleado en la 

aprobación de la ley. De nuevo, la Sala Constitucional indica: 

"Todo esto hace que el proyecto aprobado sea sustancialmente diferente del 
proyecto dictaminado que se propuso, en el que la Sala no ha encontrado 
obstáculos constitucionales en terminos muy generales, y por ello inconstitucional 
el procedimiento seguido para su aprobación. 

Vil.- CONCLUSIONES.- En el criterio de la Sala Constitucional, expuesto en los 
considerandos anteriores, el proyecto aprobado en primer debate y consultado, 
introdujo cambios sustanciales en la concepción general del proyecto dictaminado 
y ello hace que el procedimiento seguido para su aprobación sea inconstitucional. 
La Sala no puede dejar de sefialar que existen normas en el dictamen de la 
Comisión Especial, que son separables del proyecto total, sin que este pierda su 
propia identidad, como ocurre en las reformas propuestas que se suprimieron; pero 
correlativamente, existen normas, tambien separables, que hacen que el proyecto 
aprobado sea fundamentalmente distinto de lo que se tuvo en mente, filosofía 
claramente esbozada en la exposición de motivos del proyecto original, 
explicaciones que no se encuentran en el debate legislativo para lo aprobado, 
precisamente por lo parco de la discusión.' 

De la cita anterior, se puede deducir cómo fue desvirtuado un proyecto 

original mediante mociones, hasta convertirlo en uno nuevo, tildado de 

inconstitucional por el órgano competente. 

' Resolución 4848 de las nueve horas treinta minutos del día primero de setiembre de mil novecientos noventa 
y cinco. 



D. Doctrina norteamericana 

Interesa destacar el criterio de la doctrina norteamericana sobre la 

enmienda: 

'Para determinar si una moción u otra propuesta puede ser objeto de enmienda, 
hay un método muy sencillo: es enmendable toda mocion o propuesta que pudiera 
haber sido introducida debidamente en una forma diferente. Sin que pudiera 
haberse planteado de otra manera, la propuesta no puede ser objeto de enmienda. 
No pueden enmendarse la moción de concluir el debate ni la de votación 
inmediata, ni la de aplazar temporalmente, ni la de posponer indefinidamente, ya 
que no hay otra forma de plantear tales mociones; no obstante, las mociones para 
hacer un receso, para restringir el debate o para posponer la fecha fija si pueden 
enmendarse, porque son susceptibles de hacerse con mCis de una fórmula. La 
moción de hacer un receso de diez minutos, por ejemplo, pudiera introducirse con 
otro plazo -treinta minutos, cinco minutos-, moho por el cual puede ser objeto de 
enmienda".' 

Sin embargo, este juicio de valor no arroja luz sobre el tema en particular, 

pues deja a criterio de orden subjetivo lo que es debido o no, de manera que 

cualquier apreciación puede ser válida o no serlo, es decir, estaría estrictamente 

relacionada con criterios de valoración, susceptibles de cambiar de acuerdo con 

circunstancias de tiempo y valor. 

En la misma doctrina norteamericana, se define una serie de presupuestos 

para que la enmienda de una iniciativa legislativa se ajuste a derecho. No basta 

ser titular del derecho a modificar que ostenta el legislador, sino que debe existir 

vinculación con el texto por modificar. En el Manual de Mason se opina que:* 

... las enmiendas tienen que ser coherentes. 

1. Toda enmienda tiene que tener una relación de coherencia con el tema de 
la proposición o con la sección o el párrafo objeto de la enmienda. 

1 Correa Saavedra Mario, Manual de Masón sobre procedimiento legislativo, Centro para la Democracia, 
Washington, 1995. pág 395 

Ibidem pág 40 1 



2. A fin de determinar si una enmienda tiene relación coherente con el tema, 
lo que ha de determinar es si la cuestión es relevante, apropiada y tiene una 
conexión lógica y natural con el tema de la propuesta originaria. 

3. Para que sea coherente, bastará que la enmienda se relacione con en el 
mismo tema. Podría cambiar totalmente el efecto de la moción original o 
contradecir el espíritu de la misma, y aun así seguir siendo coherente con el tema. 

4. Una propuesta que sea totalmente nueva puede ser sustituida mediante 
una enmienda siempre y cuando tenga coherencia con el propósito primordial de la 
propuesta original. 

5. Una enmienda tiene que ser coherente con el tema de esta, así como con 
la cuestión principal."' 

Como se puede inferir con nitidez, existe una marcada dependencia de la 

enmienda o modificación con respecto a lo que se pretende modificar. En otras 

palabras, la enmienda está subordinada al contenido del texto original; no es 

válido separarse de la intención o el propósito que se pretendió regular con el 

proyecto de ley sometido al análisis de los legisladores. Basta mostrar aquí que 

debe existir conexión entre ambos textos: el que se pretende modificar y el nuevo 

texto que se intenta incorporar al proyecto de ley en discusión. 

E. Requisitos de la enmienda 

En Costa Rica, antes de la creación de la Sala Constitucional en 1989, era 

práctica legislativa común introducir, por la vía de moción, enmiendas o 

modificaciones a proyectos de ley que se encontraban en la comente legislativa, 

sin restricción alguna. En ese mismo año, la resolución No 121-1989, dictada por 

la Sala Constitucional, marca un hito en la mecánica legislativa: 

' ibid 



'111. Esta Sala estima que es enteramente procedente que se incluyan "normas 
generales" en las leyes de presupuesto, siempre y cuando ellas se encuentren 
ligadas a la especialidad que esa materia significa, o lo que es lo mismo decir, a la 
ejecución de presupuesto. Lo que no es posible incluir en las leyes de presupuesto 
son normas que no tiene ese carácter ya que ellas deben regularse por lo 
dispuesto por las leyes comunes u ordinarias como se verá luego. " 

Después, la misma Sala arroja nueva luz sobre lo que debe ser la 

enmienda legislativa al decir, en la resolución No 341 0-1 992, lo siguiente: 

"Desde luego que la Asamblea Legislativa conserva integras sus potestades 
consütucionales de deliberación y decisión, de manera que en el procedimiento de 
producción de la norma, el proyecto, tal y como llega a su conocimiento, puede 
sufrir modificaciones, adiciones y en general transformaciones, sin que ello 
implique incumplimiento de la reserva en el decreto de convocatoria, ni tampoco 
violación al principio señalado en d artículo 118. Lo que no es posible es que por 
la vía de mociones se modifique y sustituya el proyecto, de manera que lo que se 
apruebe sea una materia distinta a la que la iniciativa del Poder Ejecutivo se 
propone regular y que es objeto de la convocatoria, porque ello equivaldría a 
desconocer la reserva creada en el articulo 118 constitucional y a violentar o 
infringir las reglas del derecho de iniciativa. En otro sentido como lo afirma la 
Procuraduria General de la República, en su informe, puede la Asamblea 
Legislativa hacer reformas legales paralelas al proyecto que sean indispensables 
para resolver el asunto sometido a su conocimiento, lo que implica que se requiere 
la necesaria conexidad entre el proyecto propuesto y la reforma complementaria, a 
los efectos de respetar las limitaciones constitucionales de la convocatoria." 

Un año después, este Tribunal Constitucional, en su resolución No 5833- 

1993, reafirma el principio de conexidad: 

" IX. La diferencia entre los dos textos que el proyecto ha adoptado no es 
meramente accidental, sino realmente esencial. La disposición transitoria del 
Último texto que es lo único afin a lo articulado original, realmente no tiene carácter 
transitorio por las razones que se han explicado (es decir, no existe relación lógica 
entre ella y la hipótesis que daría curso a la regulación del articulo 102 Bis). Si el 
transitorio se suprimiera, ni siquiera habría una conexión por motivación entre los 
textos. Si subsiste, como está previsto, y llegara a aplicarse, seria forzadamente, 
con omisión de lo dispuesto por la ley de administración financiera en su regulación 
restante". 

En la misma sentencia No 3410-92 se admite que un proyecto de ley puede ser 
modificado durante el trámite leaislativo sin aue esta ~ráctika auebrante w r  si 
misma normas constitucionales. Pero, también se encuentra ahí la idea de que si 



por la vía de la enmienda, mediante mociones de fondo, d proyecto se altera de 
modo esencial, al punto de no reconocerse jurídicamente un texto en el otro, el 
caso constituye una infracción que invalida el procedimiento, puesto que en 
realidad se estaría ante un nuevo proyecto, con entidad propia y distinta del otro al 
que se favorece con la exención de trámites constitucionales necesarios". (El 
subrayado es nuestro). 

En esta forma, la Sala Constitucional, como encargada de velar por el 

procedimiento legislativo, ha marcado el norte de lo que podría considerarse una 

enmienda ajustada a derecho. La Asamblea Legislativa, por su parte, ha acepta 

en forma pacífica estas observaciones y ordena el archivo o la enmienda del 

expediente, cuando procede. 

La potestad de enmienda no es absoluta ni ilimitada; debe ser consecuente 

con la Constitución Política y el Reglamento de la Asamblea Legislativa. La 

enmienda no puede contrariada abierta y expresamente; tampoco puede vulnerar 

ninguno de sus principios, los derechos o libertades de los legisladores ni 

transgredir el orden institucional previsto en ella. 

Un segundo límite lo constituye el hecho de que la enmienda debe tener 

relación con el texto o el proyecto de ley que se pretende modificar. Significa que 

debe estar en armonía con la iniciativa legislativa. Como se expuso líneas atrás, 

este tema ha sido desarrollado por la jurisprudencia de la Sala Constitucional, que 

se hace eco de lo que la doctrina llama conexidad. 

Finalmente, la enmienda debe responder a un contenido legislativo y no 

confundir su objeto y finalidad con otras figuras parlamentarias como podrían ser 

las mociones, preguntas o interpelaciones. 



Seguidamente, se presenta un ejemplo de lo manifestado por la Sala 

Constitucional en relación con el proyecto de ley de garantías económicas. 

F. Casos de estudio 

Sobre el proyecto de ley con el número de expediente 11.375, que reforma 

los artículos 46, 73, 121, 123, 124, 176, 177, 180, 181 y 182 de la Constitución 

Política, (Garantías Económicas), se recibieron dos opiniones consultivas que 

han dado lugar a diversidad de criterios. En la primera opinión consultiva, que 

consta en el Voto No.4848-1995, se declara que el proyecto de Garantias 

Económicas es inconstitucional porque viola sustancialmente el procedimiento 

legislativo. Al respecto, el diputado Fajardo Salas apunta: 

"En resumen, la Sala Constitucional evacuó la consulta en el sentido que hubo 
infracción a trámites esenciales en el procedimiento seguido por la Asamblea 
Legislativa y por ello el proyecto consultado es inconstitucional porque el texto 
sustitutivo al dictamen unánime rendido por la Comisión Especial, integrada por los 
Diputados Rodriguez Echeverría, Vargas Peralta y Chaverri Soto (fechado 24 de 
abril de 1992). introduce una sustancial modificación del sistema autonómico del 
pais, crea un desequilibrio entre los poderes Ejecutivo y Legislativo en detrimento 
de este, cercenándde competencias que constitucionalmente no puede ceder sin 
alterar la correlación de fuerzas como la iniciativa en la formación de las leyes, sin 
alterar el sistema político democrático de la ~epública"'. 

Esta resolución decide que va a contrapelo del procedimiento legislativo 

modificar un proyecto de ley cuyo texto inicial enmarca o circunscribe la normativa 

a determinados entes públicos y que, posteriormente, en el transcurso de la 

tramitación se cambia o modifica. En la citada resolución, se indica lo siguiente: 

 a ajar do Salas, Gonzalo. Resumen Ejecutivo, Resolución N". 4848-95 de la Sala Constitucional, documento 
inédito, p. l .  



"El concepto de la intervención del Estado en el gasto pÚMm entre el provecto y 
lo a~robado. se modifica sustancialmente al ampliarse el ámbito de autorización 
y la fijacih de los limites económicos, no solo a los Tres Poderes, al Tribunal 
Supremo de Elecciones, Contraloría General de la RepÚMia y la Defensoria de 
los Habitantes, sino además, a los entes descenbamados, excepto las 
municipalidades y a las empresas del Estado que se regulan, en general por el 
derecho común (...). Todo esto hace que el Proyecto aprobado sea 
sustancialmente diferente del proyecto dictaminado que se propuso, en el que la 
Sala no ha encontrado obstáculos constitucionales en t6rminos muy generales, y 
por ello es inconstitucional el procedimiento seguido para su aprobación. " (Lo 
destacado en negrita no pertenece al original.) 
Vil.- CONCLUSIONES. -En el criterio de la Sala C o n s t i n a l ,  expuesto en los 
considerandos anteriores, el Proyecto aprobado en primer debate y consultado, 
introdujo cambios sustanciales en la concepción general del proyecto dictaminado 
y ello hace que el procedimiento seguido para su aprobación sea inconstitucional." 

De acuerdo con la cita jurisprudencial anterior, la modificación de un 

proyecto de ley puede ser sustancial; sin embargo, esta valoración cae dentro del 

ámbito de lo impreciso, es decir, incide en el campo de la interpretación hasta 

dónde una modificación de la iniciativa legislativa se ajusta al procedimiento 

legislativo, esto es, la conexión de la enmienda con el texto original. 

Interesa resaltar, en esta primera resolución, el voto separado del 

Magistrado Piza Escalante, pues define claramente que el proyecto de ley es 

inconstitucional por el fondo: 

"He compartido el voto de la Sala, que declara inconstitucional el proyecto 

consultado por razones procesales -violaciones a trámites sustanciales en la 

aprobación de las leyes de reforma parcial de la Constitución-, porque, de un 

proyecto original tendiente tan solo a imponer limitaciones, -para mi, en general 

legítimas al gasto público, al manipuleo presupuestario y a la utilización indebida 

de recursos extra presupuestarios para enjugar, o paliar, los crónicos déficits 

fiscales-, saliera del Plenario Legislativo otro distinto, cuyos alcances principales 



ya no son aquellos, sino un debilitamiento sustancial de la representación popular, 

encarnada en la Asamblea Legislativa, a favor de un Poder Ejecutivo autocrático, 

cosa no sólo diferente, sino incluso contradictoria de la idea primaria de limitar 

constitucionalmente a ambos. 

Sin embargo, debo añadir a ese voto la consideración de que el Proyecto 

comporta también una radical "reforma del Estadon -no, por cierto, para bien del 

Estado Democrático de Derecho , porque causa una profunda alteración en el 

juego de los poderes públicos, cuyo equilibrio ha significado, sabiamente desde 

las grandes revoluciones siglo XVIII, la garantía más segura y, por ende, más 

necesaria, de la Democracia, del Estado de Derecho, y de la Libertad. Esto, que 

en general implica un problema de inconstitucionalidad por el fondo." 

Como se expresó antes, el voto de minoría del Magistrado Piza define con 

claridad que la Sala Constitucional no se limita a observar la inconstituaonalidad 

en el procedimiento legislativo, va más allá y se introduce en el análisis del fondo 

de la iniciativa, hecho interesante a todas luces pues sistematiza y uniforma el 

ordenamiento jurídico. 

Algunos estudios y tratadistas catalogan este accionar como 

contraproducente, pues la Sala se extralimita en sus competencias (y se convierte 

en colegisladora), situación con la que no se concuerda en este trabajo, pues 

pareciera que lo correcto es la revisión integral de un proyecto de ley, 

sometiéndolo al examen debido esto con el fin de que encuentre ajustado a lo que 

dispone en este particular la norma fundamental. Sobre este punto, existe 



diversidad de criterios cuyo análisis es ajeno a este estudio; sin embargo, queda 

expuesta la inquietud. 

La segunda opinión consultiva se halla en el Voto No 191 9-1996, en el que 

se concluye que se infringe el procedimiento legislativo y se contraviene el 

artículo 195 de la Constitución Política que estableció: 

'No es ocioso mencionar que la Constitución Política no puede convertirse, como 
en algún momento lo sei'ialo la jurisprudencia estadounidense, en un pacto 
suicida, sino que debe estar al servicio de los legítimos intereses de la sociedad. 
Ciertamente las reformas parciales se inscriben dentro del marco de rigidez de la 
Constitución Polltica y de allí que debe serse extremadamente riguroso en el 
procedimiento. Pero, en cuanto al contenido material de la reforma, salvo 
transformaciones esenciales al esquema wnstitucional, aún conciente del riesgo 
cierto o probable de que admita variantes conceptuales de lo que signifique 
transformación esencial del esquema constitucional, esta Sala, en ejercicio 
prudente de su competencia y a través de un autocontrol, caso por caso, debe 
evitar una incidencia en la materia que le corresponde a quien por disposición 
constitucional, puede reformar la Constitución, esto es, el legislador. Tal 
circunstancia deberá quedar reservada a un examen adhoc y, como se dijo, caso 
por caso, pero en el que se tiene ahora bajo examen la Sala no encuentra que 
haya conflictos de fondo." 

Se puede afirmar que el problema radica en poder decidir hasta dónde 

puede llegar la Sala Constitucional en su rol interpretador constitucional, en el 

ejercicio del control de constitucionalidad. 

Este 6rgano constitucional, al interpretar la Carta Fundamental en lo 

relativo a las competencias de los órganos públicos, debe autolimitarse para no 

transformar esta importante función en un medio para interferir indebidamente en 

la competencia de los otros órganos del Estado. Particularmente, ha de tener 

especial prudencia cuando se trata de zonas limítrofes entre lo político y lo 

jurídico, entre la atribución del legislador y la Sala Consütucional. 



Del mismo modo observamos una opinión consultiva' de la Sala que 

trasciende el análisis del procedimiento legislativo y analiza asuntos de fondo 

como atribuciones del Ministerio de Hacienda, reforma del Estado, normas y 

principios presupuestarios, entre otros. 

Con relación al derecho de enmienda, en este Voto se indica lo siguiente: 

'... las modificaciones al proyecto dictaminado no pueden ser de tal entidad que lo 
alteren sustancialmente, ni tampoco pueden ser introducidas de forma tal que se 
anule la discusión. ' 

El Magistrado Piza Escalante, en esta segunda opinión consultiva, además 

de lo indicado como inconstitucional en dicha resolución, agrega que el Transitorio 

1 al inciso 11) del artículo 121 de la Constitución Política propuesto, también 

presenta roces con la Carta Magna. * 
En forma separada, el Magistrado Piza salva su voto y destaca otros 

asuntos que merecen ser citados, como el hecho de que la Asamblea Legislativa, 

en su ejercicio, se excede en su competencia como poder reformador de la 

Constitución. Expone lo siguiente: 

"...además inconstitucional, por motivos de fondo y por ende, en este aspecto con 
carácter exclusivamente consultivo, la excepción que se hace al párrafo final del 
articulo 176, al establecerse que "las inversiones públicas destinadas a educación 
y salud son prioritarias", en cuanto entiende que producirán una alteración en las 
prioridades resultantes de la Constitución Política. En este sentido, parece por lo 
menos contradictorio en relación con esas otras prioridades igualmente 
consagradas por la Carta Fundamental. ' 

1 Resolución 4848 de las nueve horas treinta minutos del día primero de setiembre de mil novecientos noventa 
y cinco. 
Este criterio lo comparte la Magistrada Calzada Miranda, en e l  mismo voto de minoría. 



Con el propósito de recabar mejores elementos jurisprudenciales, se cree 

oportuno transcribir parcialmente algunas resoluciones dictadas por la Sala 

Constitucional, que han marcado la pauta en la materia objeto del presente 

trabajo. 

El proyecto "Ley para el mejoramiento de los servicios públicos de 

electricidad y telecomunicaciones y de participación del Estado", tramitado con el 

No de expediente 13.873, expresa la imposibilidad de diputados para introducir 

nuevos temas en un proyecto de ley objeto de estudio. 

'Debe tenerse en cuenta, que la inclusión de modificaciones a un proyecto de Ley, 
por vía de moción de fondo, debe, en buena técnica legislativa, limitarse a cambiar 
el sentido o las consecuencias de ciertas disposiciones, y nunca a la introducción 
de temas novedosos Y desconocidos para los diputados que intervienen en la 
dinámica legislativa, por cuanto ello implicaría la desnaturalización del trámite 
legislativo y la utilización de las fguras de 'moción de fondo' para -en realidad- 
provocar la discusión de un verdadero 'nuevo Proyecto'. (LO destacado en 
negrita no es del original). 

Para fundamentar este trabajo, encontramos en la consulta facultativa 

referida al proyecto de ley No 11.774, Autorización para la construcción del 

puente sobre el río Tempisque, la resolución dictada por la Sala Constitucional, No 

5833-1993, la cual, en lo que interesa, declara: 

La Sala vierte la opinión que se le ha solicitado diciendo que existe 

infracción de trámites esenciales en el procedimiento seguido por la Asamblea 

Legislativa, con respedo al Proyecto de ley que autoriza la contratación de las 

obras de construcción del puente sobre el río Tempisque (expediente legislativo No 

1 1.774), en el que estableció: 



'La Sala vierte la opinión que se le pedido diciendo que hay infracción de trámites 
esenciales en el procedimiento seguido por la Asamblea Legislativa con respecto al 
Proyecto de ley que autoriza la construcción de las obras de construcción de 
puente sobre el río Ternpisque(expediente legislativo N-1 1.774) como resultado de 
la aprobación de la moción que modificó su texto para sustituirlo por una adición a 
la ley de la Administración Financiera de la República (el artfculo 102 bis). Se ha 
infringido, concretamente y de modo directo, el articulo 123 de la Constitución, en 
cuanto al ejercicio del derecho de iniciativa como medio para poner en marcha el 
procedimiento de producción de le ley, y las disposiciones reglamentarias que 
regulan el procedimiento hasta el primer debate, autorizadas por el articulo 121 
inciso 22) del Reglamento de Orden, Dirección y Disciplina Interior de la Asamblea 
Legislativa, en cuanto no se aplicaron en presencia del nuevo proyecto que 
introdujo por vía de moción de fondo durante el primer debate, en sesión del seis 
de octubre de 1993". 

Las opiniones consultivas citadas constituyen votos de sumo interés en un 

análisis como el presente. Con ellas, se procura mostrar cómo en numerosas 

ocasiones, la Sala Constitucional ha indicado el derrotero de lo que debe ser una 

enmienda ajustada a derecho; además, trasciende el análisis del procedimiento 

legislativo. Asimismo, se hallaron aportes y criterios vitales para uniformar la 

interpretación del orden jurídico. Esta situación se ha logrado en diversos 

ámbitos, aunque no en todos, pues muchas veces la propia Sala emite criterios 

encontrados sobre un mismo tema. 

G. Criterios del Departamento de Servicios Técnicos 

Para fijar los criterios' emitidos sobre el tema en particular, el Departamento 

ha tenido a la vista las diferentes resoluciones dictadas por la Sala Constitucional. 

Del análisis de las consultas, es posible advertir que los legisladores aceptan sin 

1 Ver los siguientes oficios: S.T. 481-96, S.T. 444-97, S.T. 268-99, S.T. 749-99, S.T. 0 14-2000, S.T. 
644-01, S.T. 580 07 2002 



cuestionamiento alguno lo indicado por este Tribunal. El Departamento no solo se 

ha hecho eco de las resoluciones que, en su momento, han marcado el derrotero 

del procedimiento legislativo, sino que ha desarrollado los alcances o el sentido 

del concepto enmienda-conexidad, para la correcta inteligencia del legislador; 

además, los recientes criterios vertidos por el Departamento se sustentan en 

otras respuestas antecedentes, motivadas por las consultas de los diputados. 

Sin duda, este tema, por lo puntal, siempre será desarrollado por la 

doctrina más reconocida y la jurisprudencia. Esta situación hace que, 

constantemente, se esté a la expectativa de nuevas luces que iluminen los 

cuestionamientos futuros. De antemano, se afirma que ahormarán el 

procedimiento legislativo, como ha sido la experiencia desde la creación de la Sala 

Constitucional. 

El Lic. Ernesto Bertolini, asistente de la Dirección, en el oficio ST 481 -1 996', 

reafirma el derecho del legislador para modificar un proyecto de ley, sometido a 

su estudio por la vía de mociones en el momento procesal oportuno. Sin embargo, 

esta facultad encuentra limitaciones en el mismo proyecto. Al referirse al 

Tribunal Constitucional, indica: 

'...no veda al legislador la posibilidad de introducir al texto dd proyecto de ley -en 
el ejercicio legítimo de su derecho de enmienda- todas aquellas modificaciones que 
estime oportuno realizar, siempre y cuando -claro está- se mantenga el 
contenido esencial del proyecto inicial. Dicho en otras palabras: sin que el texto 
final, producto de las enmiendas o modifkaciones introducidas, pase a ser - e n  sí 

1 Respuesta a la Licda. Sandra Piszk Feinzilber, Presidenta de la Comisión Permanente de Asuntos 
Económicos, en relación con el proyecto de ley "Derogatoria del Articulo 7 de la Ley NO 2706, del 2 de 
diciembre de 1960 y Refonna al artículo 6 de la Ley NO 1917 del 30 de julio de 1955 



mismo- un nuevo proyecto que tenga poco o nada en común con el texto 
originalmente presentado a la corriente legislativa." 

La respuesta transcrita ratifica esa facultad modificadora del legislador, que 

debe estar enmarcada dentro del mismo proyecto de ley, conforme lo cita 

Bertolini: 

'... el llamado 'derecho de Enmienda", necesariamente se ensancha o achica en 
virtud tanto de la naturaleza del proyecto (de reforma constitucional o de reforma a 
la legislación ordinaria), como de la etapa procesal en la que sea ejercido (en 
comisión, en plenario, [moción] vía 137, etc.), o, bien, del período de sesiones en el 
que ocurra (sesiones ordinarias o extraordinarias). Lo anterior se sustenta en la 
necesidad de garantizar los principios de pluralismo político y de publicidad, como 
derivados del principio democrático que rige la labor legislativa". 

La consulta evacuada mediante el oficio S T. 268-1 99, escrita por la 

Licda. Silvia A. Solis Mora, permite modificaciones o inclusiones de temas 

novedosos en el proyecto: 

"Específicamente el Voto No 1520-99, que analizó la reforma constitucional que 
introduce un titulo relativo al referéndum en la Carta Política, la Sala consideró que 
el hecho de eliminar o excluir temas introducidos en un proyecto de ley, o bien, su 
modificación o la inclusión de temas novedosos al mismo, no resultan 
INCONEXOS en el tanto se respete el espíritu original o esencial que motivó la 
presentación de la iniciativa. Materia totalmente diferente o novedosa a un proyecto 
representa una violentación al procedimiento legislativo por cuanto se sirve de un 
procedimiento en marcha para incorporar sobre este una nueva propuesta 
legislativa'. 

Se estima oportuno mencionar las siguientes consultas formuladas al 

Departamento de Servicios Técnicos, por cuanto desarrollan o interpretan los 

mismos argumentos esgrimidos por la Sala Constitucional sobre el tema de la 

conexidad. Dichas consultas resultan reiteraciones de otras que las anteceden: 



P S.T. 444-97, de fecha 14 de octubre de 1997, ante consulta del 

diputado Luis Gerardo Villanueva Monge, sobre el contenido de las 

enmiendas a un proyecto de ley que se pretende modificar, que 

consta en la sesión de trabajo No 2, de 11 de octubre de 1997, de la 

Comisión Permanente de Consultas de Constitucionalidad. Fue 

redactada por la Licda. Maria del Rocío Cerdas Quesada. 

P S.T. 749-1999, de fecha 9 de septiembre de 1999, ante consulta del 

diputado Emanuel Ajoy Chan, respecto a la existencia o inexistencia 

de los presupuestos de conexidad, en las mociones propuestas por 

la diputada Foumier Vargas al proyecto de Ley No 13286. Fue 

evacuada por el Lic. Luis Ricardo Rodriguez Vargas. 

P S.T. 014-01-2000, de fecha 7 de enero del 2000, que responde la 

consulta formulada por el Ing. Walter Robinson Davis, sobre la 

conexidad o las concordancias del texto que propone con relación 

al proyecto Reforma a varios articulas de la Ley de Contratación 

Administrativa, No. 7494, de 2 de mayo de 1995", expediente No 

13.712. Fue redactada por la Licda. Teresa Pérez Oporta. 

P S.T. 644-9-2001, remitida en fecha 20 de septiembre de 200, ante 

consulta formulada por el diputado Alvaro Trejos Fonseca, referida 



a la relación con la conexidad de la reforma de los articulas 64, 73 y 

1219 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional, Ley No 

1644, y del artículo 28 de Ley No. 12, introducidas mediante 

mociones vía 137 al texto del proyecto del expediente No 13942, 

"Creación del fideicomiso para la protección y fomento agrícola para 

pequeños y medianos productores agropecuarios". Fue suscrita por 

la Licda. Claudia Arroyo Bomní y el Lic. Mauricio Porras. 

9 S.T. 480-07-2002, con fecha 3 de julio de 2002, ante consulta 

planteada por los miembros de la Subcomisión encargada de 

estudiar el proyecto de ley expediente 14.582, de fecha 13 de junio 

de 2002, en la cual solicitan criterio a fin de precisar la viabilidad 

jurídica de utilizar el principio de conexidad para incorporar, en el 

proyecto de ley "Participación de cooperativas de electrificación rural 

en el desarrollo nacional", expediente No. 14582, a la Junta 

Administrativa del Servicio Eléctrico Municipal de Cartago (JASEC), a 

la Empresa de Servicios Públicos de Heredia (ESPH) y a empresas 

municipales, con el objeto de permitirles participar en las actividades 

de generación, transformación, distribución y comercialización de 

energía eléctrica, al igual que las cooperativas de electrificación rural. 

Esta consulta la resolvió la Licda. Laura Rebeca López Quesada. 



CONCLUSIONES 

El estudio parte de la premisa de que existen limitaciones para quienes 

ejercen la potestad Legislativa, que se plasman, fundamentalmente en la 

Constitución Política. El legislador, en su accionar parlamentario, puede ser objeto 

de nuevas limitaciones, que deben ser proporcionales (no puede haber un 

marcado exceso en los controles o limitaciones que hagan nugatoria la potestad 

de introducir cambios a un proyecto de ley) y racionales, en aras de obtener la 

mejor calidad de la norma jurídica producida. 

Interesa aquí el desarrollo del ¡ter parlamentario. De conformidad con la 

abundante jurisprudencia mencionada en páginas anteriores, se demostró, en 

forma nítida, que el legislador ha violentado el procedimiento legislativo de 

diversos modos. Para efectos particulares, es importante destacar cómo, 

mediante mociones de fondo, le ha dado otro contenido a una propuesta de ley. 

Por medio de los instrumentos procesales constitucionales (acciones de 

inconstitucionalidad y consulta preceptiva o facultativas), la Sala Constitucional ha 

evidenciado vicios que obligan a anular parte del procedimiento o una ley, segun 

el caso, acción conveniente en virtud de que, en cada resolución, se ha perfilado 

de mejor manera el concepto de conexidad. 

El artículo 9 de la Constitución Política, que consagra el principio de la 

división de Poderes, adquiere vitalidad con el control fiscalizador de 

constitucionalidad que la Sala Constitucional ejerce sobre el Primer Poder de la 



República. Su intervención en el proceso de formación de la ley, al emitir 

resoluciones que obedecen a consultas legislativas preceptivas o facultativas de 

constitucionalidad, no atenta contra el principio de separación de poderes; 

tampoco niega su naturaleza jurisdiccional por cuanto interpretar e ir moldeando el 

procedimiento parlamentario son importantes funciones que, lejos de interferir con 

el papel de colegisladora, reafirman dicho principio. 

La Sala Constitucional, como legítima intérprete de la Constitución Política, 

es el órgano especializado que garantiza la supremacía de  la Carta Magna y 

ejerce control sobre los actos políticos que se generan en la Asamblea 

Legislativa. 

Se precisó suficientemente que el procedimiento actual de la elaboración de 

ley se encuentra afecto a principios como son publicidad, respeto a las minorías, 

conexidad, autonomía del legislador, entre otros, sin que el exceso de 

reglamentación o una nueva norma constitucional que consagre expresamente el 

principio de conexidad, matice de rigidez la Constitución Política, situación 

inconveniente en virtud de que las disposiciones constitucionales no deben ser 

reglamentistas. Deben postularse principios que puedan ser interpretados de 

acuerdo con la realidad histórica del momento. 

Resulta importante la dinámica mostrada por el Departamento de Servicios 

Técnicos de la Asamblea Legislativa. Con fundamento en las resoluciones 

constitucionales, ha sido un órgano legislativo que indica la ruta de un proyecto de 

ley, para determinar si puede ser objeto o no de reforma mediante mociones 



formuladas por los diputados. Esta labor de asesoramiento ha sido altamente 

provechosa para los legisladores, quienes, generalmente, aceptan las 

recomendaciones del Departamento, porque en ellas privan los criterios técnicos, 

tanto en la determinación del problema como en el marco referencia1 del proyecto 

objeto de consulta. 

Como quedó precisado, el principio de publicidad le permite a la ciudadanía 

informarse de los proyectos sometidos al análisis de los legisladores. Estos 

proyectos pueden ser objeto de enmiendas mediante mociones; sin embargo, si 

un proyecto se adopta, se requiere un texto sustitutivo, propuesto mediante 

mociones de fondo, en aras de la seguridad jurídica para dar cumplimiento a una 

nueva publicación. 

No se estima necesario reformar ni crear disposiciones normativas que 

incidan en el trámite de aprobación de la ley; basta apegarse a lo establecido en 

la normativa concebida al efecto. Con la creación de la Sala Constitucional y su 

función contralora del procedimiento legislativo desplegada en múltiples 

resoluciones , se han desarrollado principios cuya aplicación resulta vinculante 

para el Primer Poder de la República. 

Para que el operador legislativo determine si una moción resulta conexa, es 

preciso definir el sujeto, el objeto o la situación eje de la regulación que propone, 

para delimitar después las facetas, los tópicos e, inclusive, las materias derivadas 

que, necesariamente, serán incluidas en la ley con el fin de otorgarle congruencia. 

Para poder llevar a cabo esta labor, es Útil tener a la vista la exposición de 



motivos, en que el promoviente (un legislador o el Poder Ejecutivo) brinda los 

elementos que permiten obtener un panorama de su intención. 

La Sala Constitucional ha estructurado las bases en cuanto a que una 

enmienda guarda relación y proporcíón con el contenido del texto base de un 

proyecto de ley. Así, una moción que formule un legislador cuya intención es 

modificar un texto no debe alterar el propósito que tuvo el sujeto de la iniciativa 

legislativa al formularla. En verdad, los diputados cuentan con un amplio margen 

de acción para modificar los proyectos de ley; no obstante, este órgano 

jurisdiccional ha introducido una sana consideración al precisar que este derecho 

no puede interpretarse como un poder absoluto. 

La Sala Constitucional, mediante sus diferentes fallos y como encargada de 

velar porque el procedimiento legislativo en la elaboración de la ley respete el 

contenido de disposiciones constitucionales y reglamentarias, ha mostrado poder 

de veto al objetar algún trámite realizado por el legislador, en su ejercicio 

parlamentario de modificar una iniciativa legislativa. Precisamente , el resultado 

de este control en sede jurisdiccional y su obligatoriedad en lo resuelto, permite 

afirmar que el principio de conexidad está teñido de contenido constitucional. 
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